
 

 

 

 

 

DIPUTADO JUAN ANTONIO MAGAÑA DE LA MORA 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO 
DEL ESTADO DE MICHOACÁN. 

Los que suscriben las Diputada Diana Mariel Espinoza Mercado y Fabiola Alanís Sámano, y los 

Diputados Juan Carlos Barragán Vélez, Víctor Manuel Manríquez González y Octavio Ocampo 

Córdova integrantes de la Comisión de Asuntos Electorales y Participación Ciudadana, de esta 

Septuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo y en ejercicio 

de la facultad que nos confieren los artículos 36, fracción II, y 44, fracción I, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán; 8 fracción II, 52, fracción I, 62, fracción I, 64, 

fracción V, 67, 234, 235, 244 y 245 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado 

de Michoacán de Ocampo, nos permitimos presentar ante esta Honorable Asamblea la iniciativa 
con carácter de Dictamen que contiene proyecto de Decreto, mediante el cual se reforman 
los artículos 1, fracción I, y 3; y se adiciona el LIBRO SÉPTIMO De la Integración del Poder 
Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo; el TÍTULO PRIMERO De la Participación de la 
Ciudadanía en la Renovación del Poder Judicial, al LIBRO SÉPTIMO; el CAPÍTULO ÚNICO 
Disposiciones Generales, al TÍTULO PRIMERO; los artículos 358, 359 y 360, al CAPÍTULO 
ÚNICO; el TÍTULO SEGUNDO Del Proceso Electoral de las Personas Juzgadoras del Poder 
Judicial del Estado de Michoacán, al LIBRO SÉPTIMO; el CAPÍTULO PRIMERO Reglas 
Generales, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 361 y 362, al CAPÍTULO PRIMERO; el 
CAPÍTULO SEGUNDO De la Convocatoria y Postulación de Candidaturas, al TÍTULO 
SEGUNDO; los artículos 363, 364, 365 y 366, al CAPÍTULO SEGUNDO; el CAPÍTULO 
TERCERO De la Organización de la Elección, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 367 y 368, 
al CAPÍTULO TERCERO; la Sección Primera de la Propaganda, al CAPÍTULO TERCERO; los 
artículos 369, 370, 371, 372, 373, a la Sección Primera; la Sección Segunda Encuestas y 
Sondeos de Opinión, al CAPÍTULO TERCERO; el artículos 374, a la Sección Segunda; la 
Sección Tercera de la Elección por Distritos Judiciales y Regiones Judiciales, al CAPÍTULO 
TERCERO; los artículos 375 y 376, a la Sección Tercera; la Sección Cuarta de las Mesas 
Directivas de Casilla, al CAPÍTULO TERCERO; el artículo 377, a la Sección Cuarta; la Sección 
Quinta de las Boletas y Materiales Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 378 y 
379, a la Sección Quinta; la Sección Sexta de la Observación Electoral, al CAPÍTULO 



 

TERCERO; el artículo 380, a la Sección Sexta; la Sección Séptima Del Acceso a los Tiempos 
en Radio y Televisión, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 381 y 382, a la Sección Séptima; 
la Sección Octava De las Campañas Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 383, 
384, 385 y 386, a la Sección Octava; la Sección Novena De las Actividades en Materia Registral 
y del Listado Nominal, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 387 y 388, a la Sección Novena; 
la Sección Décima De las Actividades del Instituto para la Promoción de la Participación 
Ciudadana, al CAPÍTULO TERCERO; el artículo 389, a la Sección Décima; el CAPÍTULO 
CUARTO De la Jornada Electoral, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 390, 391, 392, 393 y 394, 
al CAPÍTULO CUARTO; el CAPÍTULO QUINTO De los Cómputos y Sumatoria, al TÍTULO 
SEGUNDO; los artículos 395 y 396, al CAPÍTULO QUINTO; el CAPÍTULO SEXTO De la 
Asignación de las Personas Juzgadoras de los Cargos que se Eligen a Nivel Estatal, al 
TÍTULO SEGUNDO; los artículos 397 y 398, al CAPÍTULO SEXTO; el CAPÍTULO SÉPTIMO 
Entrega de Constancias de Mayoría y  Declaración de Validez de la Elección, al TÍTULO 
SEGUNDO; y el artículo 399, al CAPÍTULO SÉPTIMO; todas las disposiciones del Código 
Electoral del Estado de Michoacán de Ocampo, de conformidad con la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

El 5 de febrero del 2024, el Titular del Poder Ejecutivo Federal envió al Congreso de la Unión la 

reforma constitucional en materia del Poder Judicial, siendo turnada esta iniciativa a la Comisión de 

Puntos Constitucionales de la LXV Legislatura, quien la avaló el 26 de agosto, turnándose a la Mesa 

Directiva para sus efectos Legislativos.  

Sin embargo, no fue sino hasta la LXVI Legislatura que iniciaron los trabajos de discusión para el 

análisis de la reforma planteada para su posterior aprobación por la Cámara Baja el 4 de septiembre 

y turno al Senado de la República, donde su Pleno la aprobó el 11 de septiembre del 2024 

remitiéndose a los Congresos Locales para los efectos procedentes.   

Siendo avalada por la mayoría de los Congresos Locales, con fecha 15 de septiembre del 2024, se 

publicó el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reforma que tiene como 

objetivo la democratización del Poder Judicial, pues con ella se otorga al pueblo la facultad de elegir 

a quienes imparten justicia a través del voto popular, incluyendo entre estos a las Ministras y los 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces.  



 

La reforma publicada viene a terminar con aquellos actos de nepotismo, corrupción, tráfico de 

influencias y privilegios de quienes ostentan el cargo de juzgadores y que en sus actos de servir al 

rico y poderoso dejaron de lado el espíritu de servir al más débil, al menos protegido, o simplemente 

a quien tiene la razón, pero no tiene los recursos para defenderse.  

La reforma, fue resultado del hartazgo social ante los actos arbitrarios del Poder que en principio 

debía actuar con imparcialidad y sin distingo alguno, además se democratiza el acceso a la justicia, 

transparencia en los procesos judiciales y una correcta administración interna en del Poder Judicial, 

protegiendo siempre al ciudadano como principio fundamental.  

La reforma permitirá que la ciudadanía participe de manera activa en los procesos de elección de 

Ministras, Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las Magistradas y Magistrados 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, además de aquellos que integran los 

órganos de disciplina del Poder Judicial de la Federación, con el objetivo de que sus integrantes 

sean sensibles a las problemáticas que aquejan a la ciudadanía, representado la pluralidad cultural, 

social e ideológica que conforman la nación para contar con un poder del Estado que constituya un 

pluralismo jurídico abierto, transparente, participativo, gratuito y con auténtica vocación de servicio 

público.  

La selección de los integrantes jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación y Poder Judicial 

Estatal, es un aspecto vital para asegurar la calidad y probidad de la justicia, ya que un proceso de 

selección transparente, meritocrático y democrático puede garantizar que los jueces y magistrados 

sean profesionales competentes y éticamente comprometidos, por lo que representa un paso 

esencial para mantener la confianza pública en el sistema judicial y para asegurar que las decisiones 

judiciales sean justas, imparciales y fundamentadas en la ley. 

Aunado a lo anterior, el tema de la rendición de cuentas resulta también fundamental para asegurar 

la legitimidad y la confianza de la ciudadanía en el Poder Judicial, toda vez que un sistema judicial 

que se somete a mecanismos de supervisión y evaluación garantiza que sus acciones y decisiones 

sean transparentes y responsables. Asimismo, la rendición de cuentas promueve la integridad y 

evita la corrupción, asegurando que los jueces actúen conforme a la ley y con una ética intachable, 

lo que resulta vital para mantener la credibilidad del sistema judicial y para que los ciudadanos 

confíen en que la justicia se imparte de manera equitativa y justa. 



 

El Poder Judicial se fue alejando del ideal de justicia, profundizando el nepotismo y al punto de que 

circuitos completos pertenecían a una sola familia y, con ello, el tráfico de influencias, la corrupción 

y la venta de la justicia al mejor postor sí ocurrió y sigue ocurriendo actualmente. 

Para la elección de juezas, jueces, magistradas y magistrados, se propone una elección progresiva, 

que consiste en la aplicación de elecciones populares sucesivas para ir cubriendo de forma 

escalonada aquellos cargos vacantes como renuncias, muerte o retiro. 

La propuesta es la elección por voto popular de las juezas, jueces, magistrados y magistradas con 

garantía de idoneidad y excelencia de los perfiles juzgadores que participen, de acuerdo con la 

paridad de género, jueces cercanos a la gente, teniendo como objetivo justicia para todos. 

Garantizando el principio de independencia judicial, a fin de que los juzgadores tomen sus 

decisiones de manera imparcial, sin temor a represalias políticas. 

El proceso electoral para la elección de los servidores públicos que integrarán los órdenes indicados 

será por medio de una convocatoria que emitirá el Congreso del Estado, así como la toma de 

protesta de los candidatos elegidos.  

Los principios que regularán el proceso electoral se identifican con aquellos que los gobiernan hoy 

en día, pero con la prohibición de que las y los candidatos contraten por sí servicios de los medios 

de comunicación para promoción y también la veda a los partidos políticos de intervenir en los 

procesos. 

Así mismo, se prevé la jurisdicción del Tribunal de Disciplina Judicial, con amplias facultades, incluso 

probatorias, para investigar, procesar, sentenciar y sancionar de una amonestación, hasta la 

destitución a los servidores públicos del Poder Judicial del Estado de Michoacán, por hechos que 

pueden ser denunciados por toda persona. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 2023 elaborada por el 

Instituto Nacional de Estadísticas y Geografía, se observa una tasa de prevalencia de corrupción 

por trámites antes tribunales y juzgados de 20.9% y una tasa muy baja de confianza en tribunales y 

jueces de 39.4% que son valores muy próximos a los de 2021. 

Esta propuesta de reforma pretende dar un giro a la manera en que jueces y magistrados son 

elegidos, con el ánimo de que estos jueces surjan de la voluntad popular con una legitimidad 



 

democrática inmediata y directa, pero que tendrán que refrendar con su desempeño que sean 

idóneos para cumplir con los requisitos exigidos en la Constitución y Leyes, así como abrir los 

procesos de designación, incluso, más allá del cerco judicial formal que comúnmente ha llevado al 

nepotismo y cuenten con un mayor grado de independencia, al surgir, no de los compromisos de 

grupos de poder e interés, si no de la voluntad ciudadana, que les permita ejercer su función con 

justicia. 

Los métodos de designación son aquellos en los que las normas atribuyen a un poder o poderes, 

entidad o entidades públicas, la facultad de designar a los magistrados de los tribunales, se pueden 

dividir a su vez, en los no cooperativos y los de cooperación, en los no cooperativos un solo poder 

elige jueces y magistrado, sin que intervenga otra entidad para proponer o deliberar sobre el 

particular, mientras que en los de cooperación, en mayor o menor grado y en las fases de 

postulación, deliberación o voto, interviene más de un poder o entidad públicas. 

Los métodos de elección son aquellos en que los magistrados o ministros de los tribunales o cortes 

supremas (aunque no solo en los tribunales superiores), son elegidos de forma directa (por el voto 

de los ciudadanos) o de manera indirecta (por el voto de entidades diversas a los ciudadanos), con 

independencia de si figuran en el proceso en función de listas de candidatos(as) o si se presentan 

de manera directa. 

Conforme a la clasificación, a partir de la vigencia de la Constitución de 1917, México ha mantenido 

un método de designación cooperativo para los tribunales de máxima instancia federal o local, pues 

los ministros y magistrados se designan a partir de la propuesta del Titular del Poder Ejecutivo 

federal o local y se aprueban en votación por los órganos legislativos competentes; pero la 

designación de los jueces inferiores magistrados de circuito, jueces de distrito y jueces comunes se 

realiza solo por los poderes judiciales, sin la intervención de otro poder o entidad. 

El problema es que este método no ha producido los resultados deseados, al menos en función de 

lo que la opinión pública considera, como se ha visto antes, pues los servidores públicos judiciales 

son acusados de corrupción y poca confianza. 

El proceso de elección en todas sus etapas incluye a diversos poderes y órganos públicos con 

funciones diferenciadas, sin que se concentre en uno u otro, además de que se hará efectiva la 

voluntad ciudadana, y de que existen normas precisas sobre los requisitos de elegibilidad de los 

jueces y para mantener fuera del procedimiento a los partidos políticos, con lo cual se garantiza que 



 

los jueces elegidos sean independientes y cuenten con las cualidades esenciales para un buen 

desempeño. 

En este sentido, los jueces gozarán de una legitimidad de origen que hoy es se tiene disminuida, 

pero, como en cualquier sistema de elección o designación, la legitimidad también descansará en 

su ejercicio en el procedimiento y en sus sentencias. 

A efecto de dotar de certeza jurídica al proceso de postulación de candidaturas respecto del 

cumplimiento de los requisitos establecidos en la Constitución y en las leyes al momento de su 

evaluación y selección por parte de las autoridades, se deberá contar con los requisitos establecidos 

desde el día en que se publique la convocatoria al día de la elección, incorporando de manera 

expresa el principio de paridad de género, en los procesos electivos de las personas que ejercerán 

la función jurisdiccional, una vez efectuados los cómputos de la elección, se entregarán las 

constancias de mayoría asignando cargos alternadamente entre mujeres y hombres a las 

candidaturas que obtengan el mayor número de votos. 

La preservación del principio de paridad de género en el proceso de elección de las Magistradas y 

Magistrados, juezas y jueces reafirma el compromiso de la nación mexicana en el fomento de 

igualdad de oportunidades, así como el acceso de las mujeres a la ocupación de cada vez más 

espacios públicos. 

Es de recordarse que la paridad de género es un principio constitucional que tiene como finalidad la 

igualdad sustantiva entre los sexos, que adopta nuestro país como parte de los compromisos 

internacionales que han adquirido con el objeto de que los derechos de las y los ciudadanos se 

ejerzan en condiciones de igualdad, esto deriva de diversos instrumentos de carácter internacional. 

El Gobierno de México y Michoacán cuentan con una Política Nacional y estatal en Materia de 

Igualdad entre mujeres y hombres, misma que comprende diversas acciones, entre las que se 

encuentra el fomento de la participación paritaria de mujeres y hombres en altos cargos públicos; 

así como la participación paritaria y sin discriminación de mujeres y hombres en los procesos de 

selección en los distintos poderes del Estado. 

La iniciativa de reforma constitucional en materia del Poder Judicial en referencia tiene como objetivo 

democratizar la elección de jueces y magistrados, además de reestructurar los órganos 

administrativos y disciplinarios del Poder Judicial para garantizar su independencia, autonomía y 



 

especialidad técnica, lo que implica la creación de nuevos órganos con competencias específicas y 

la separación de funciones jurisdiccionales y administrativas, es necesario que, por el alcance de 

dicha reforma, se reformen o, en su caso, se expidan diversos ordenamientos ordinarios para 

alinearlos con los cambios constitucionales propuestos. 

El fortalecimiento del Poder Judicial a través de estas reformas contribuirá a crear una institución 

más robusta y confiable, capaz de enfrentar los desafíos de un sistema de justicia moderno y 

democrático. Un Poder Judicial independiente y eficiente es esencial para la protección de los 

derechos humanos y la garantía del estado de derecho en México. Al garantizar que todas las 

decisiones, tanto administrativas como jurisdiccionales, se tomen con base en criterios técnicos y 

profesionales, se fortalecerá la confianza de la ciudadanía en el sistema judicial y se promoverá una 

mayor transparencia y rendición de cuentas. 

La reforma debe enfocarse en garantizar el acceso gratuito y expedito a la justicia para toda la 

ciudadanía, en consonancia con los principios de la reforma constitucional, lo que implica establecer 

mecanismos que aseguren que los servicios de la Defensoría Pública estén disponibles para todas 

las personas, especialmente para aquellos sectores de la población que se encuentran en situación 

de vulnerabilidad. 

La elección de los integrantes del Poder Judicial por voto popular representa una apuesta por 

democratizar el proceso de selección de jueces y magistrados, buscando que estos funcionarios 

reflejan directamente la voluntad del pueblo; sin embargo, este enfoque también plantea desafíos 

significativos, como el riesgo de politización del Poder Judicial y la necesidad de asegurar que los 

candidatos sean evaluados principalmente por su competencia y ética profesional, más que por su 

popularidad. 

Por ello, el pasado 15 de septiembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 

reforma constitucional al Poder Judicial, en donde se otorgó al Congreso del Estado de Michoacán 

de Ocampo 180 días para armonizar nuestra legislación estatal con esta reforma, dado a que se 

señaló lo siguiente: 

“D E C R E T O 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN USO DE 
LA FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 135 DE LA CONSTITUCIÓN 



 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y PREVIA LA APROBACIÓN 
DE LA MAYORÍA DE LAS HONORABLES LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS Y DE 
LA CIUDAD DE MÉXICO, DECLARA REFORMADAS, ADICIONADAS Y 
DEROGADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE REFORMA DEL PODER 
JUDICIAL 

Artículo Único.- Se reforman el párrafo segundo del artículo 17; la fracción VIII del 

artículo 76; los párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, octavo, noveno, décimo 

segundo, décimo tercero, décimo cuarto, décimo quinto del artículo 94; las fracciones III, 

V y VI del artículo 95; los párrafos primero y segundo del artículo 96; los párrafos primero, 

y actuales segundo, tercero y séptimo del artículo 97; los párrafos primero, tercero y 

cuarto del artículo 98; el párrafo tercero, la fracción I del párrafo cuarto, y los párrafos 

séptimo, décimo, décimo primero, décimo segundo y décimo tercero del artículo 99; los 

párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y los actuales párrafos quinto, sexto, séptimo, 

octavo, noveno, décimo segundo y décimo tercero del artículo 100; los párrafos primero, 

segundo y tercero del artículo 101; el párrafo segundo de la fracción I y el párrafo quinto 

de la fracción II, del artículo 105; los párrafos primero y tercero de la fracción II, el párrafo 

primero de la fracción X, y los párrafos segundo, tercero y cuarto de la fracción XIII, del 

artículo 107; los párrafos primero y segundo del artículo 110; los párrafos primero y quinto 

del artículo 111; la fracción I del artículo 113; los párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto 

y sexto de la fracción III del párrafo segundo del artículo 116; los párrafos primero y 

tercero de la fracción IV y el párrafo cuarto de la fracción VIII del Apartado A del artículo 

122; y el segundo párrafo de la fracción XII del Apartado B del artículo 123; se adicionan 
una fracción X, recorriéndose la fracción subsecuente, del Apartado A, y un párrafo 

segundo a la fracción VII del Apartado B, del artículo 20; las fracciones I, II, III y IV al 

párrafo primero, y los párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo al artículo 

96; un párrafo segundo y las fracciones I, II, III, IV y V, recorriéndose los subsecuentes, 

al artículo 97; los párrafos quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo 

segundo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto, recorriéndose los 

subsecuentes, y un párrafo último al artículo 100; un párrafo cuarto al artículo 105; un 

párrafo último al artículo 116; y se derogan la fracción XVIII del artículo 89; la fracción II 

y el segundo párrafo del artículo 95; el segundo párrafo del artículo 98; el párrafo décimo 

cuarto del artículo 99; los actuales párrafos décimo y décimo primero del artículo 100, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 



 

Artículo 17. ... 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 

expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. Las leyes preverán las 

cuantías y supuestos en materia tributaria en las cuales tanto los Tribunales 

Administrativos como las Juezas y Jueces de Distrito y Tribunales de Circuito del Poder 

Judicial de la Federación o, en su caso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

deberán resolver en un máximo de seis meses, contados a partir del conocimiento del 

asunto por parte de la autoridad competente. En caso de cumplirse con el plazo señalado 

y que no se haya dictado sentencia, el órgano jurisdiccional que conozca del asunto 

deberá dar aviso inmediato al Tribunal de Disciplina Judicial y justificar las razones de 

dicha demora o, en su caso, dar vista al órgano interno de control tratándose de 

Tribunales Administrativos. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 20. ... 

A. ... 

I. a VIII. ... 



 

IX.  Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será 

nula; 

X.  Tratándose de delincuencia organizada, el órgano de administración 

judicial podrá disponer las medidas necesarias para preservar la 

seguridad y resguardar la identidad de las personas juzgadoras, conforme 

al procedimiento que establezca la ley, y 

XI.  Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las 

audiencias preliminares al juicio. 

B. De los derechos de toda persona imputada:  

I. a VI. ... 

VII.  ... 

En caso de cumplirse con el plazo señalado en el párrafo que antecede y 

que no se haya dictado sentencia, el órgano jurisdiccional que conozca del 

asunto deberá dar aviso inmediato al Tribunal de Disciplina Judicial y 

justificar las razones de dicha demora, en los términos que establezca la ley; 

VIII. y IX. ... 

C. ... 

I. a VII. ... 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 

I. a VII. ... 

VIII. Otorgar o negar las solicitudes de licencia o renuncia de las personas 

servidoras públicas del Poder Judicial de la Federación conforme al 

artículo 98 de esta Constitución y en los términos que establezcan las 

leyes;  



 

IX. a XIV. ... 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes: 

I. a XVII. ... 

XVIII. Se deroga 

XIX. y XX. ... 

Artículo 94. ... 

La administración del Poder Judicial de la Federación estará a cargo de un órgano de 

administración judicial, mientras que la disciplina de su personal estará a cargo del 

Tribunal de Disciplina Judicial, en los términos que, conforme a las bases que señala 

esta Constitución, establezcan las leyes. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de nueve integrantes, Ministras 

y Ministros, y funcionará en Pleno. Su presidencia se renovará cada dos años de manera 

rotatoria en función del número de votos que obtenga cada candidatura en la elección 

respectiva, correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación. 

En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno serán públicas. 

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno, la competencia de 

los Plenos Regionales, de los Tribunales de Circuito, de los Juzgados de Distrito y del 

Tribunal Electoral, así como las responsabilidades en que incurran las servidoras y los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan 

las leyes y los acuerdos generales correspondientes, de conformidad con las bases que 

esta Constitución establece. 

El órgano de administración judicial determinará el número, división en circuitos, 

competencia territorial y especialización por materias, entre las que se incluirá la de 

radiodifusión, telecomunicaciones y competencia económica, de los Tribunales 

Colegiados de Circuito, de los Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de 

Distrito. 



 

... 

La ley establecerá la forma y procedimientos mediante concursos abiertos para la 

integración de los órganos jurisdiccionales, observando el principio de paridad de género. 

La elección de las Magistradas y los Magistrados de Circuito, así como las Juezas y los 

Jueces de Distrito, se regirá por las bases previstas en el artículo 96 de esta Constitución. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para expedir acuerdos 

generales, a fin de lograr una adecuada distribución de los asuntos que competa conocer 

a la Corte, así como remitir asuntos a los Plenos Regionales y a los Tribunales 

Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho de los mismos. Dichos 

acuerdos surtirán efectos después de publicados. 

... 

... 

Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias dictadas por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de seis votos serán 

obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las 

entidades federativas. 

La remuneración que perciban por sus servicios las Ministras y los Ministros de la 

Suprema Corte, las Magistradas y los Magistrados de Circuito, las Juezas y los Jueces 

de Distrito, las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial, las 

Magistradas y los Magistrados Electorales y demás personal del Poder Judicial de la 

Federación, no podrá ser mayor a la establecida para la persona titular de la Presidencia 

de la República en el presupuesto correspondiente y no será disminuida durante su 

encargo. 

Las Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo doce 

años y sólo podrán ser removidos del mismo en los términos del Título Cuarto de esta 

Constitución. 

Ninguna persona que haya sido ministro podrá ser electa para un nuevo periodo. 



 

Artículo 95. ... 

I.  ... 

II. Se deroga 

III.  Poseer el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del 

artículo 96 de esta Constitución título profesional de licenciado en derecho 

expedido legalmente, un promedio general de calificación de cuando menos 

ocho puntos o su equivalente y de nueve puntos o su equivalente en las materias 

relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, especialidad, 

maestría o doctorado, y práctica profesional de cuando menos cinco años en el 

ejercicio de la actividad jurídica; 

IV.  ... 

V.  Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la publicación 

de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución; 

y 

VI.  No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, 

diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, 

durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria señalada en la 

fracción I del artículo 96 de esta Constitución. 

Se deroga 

Artículo 96. Las Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Magistradas y Magistrados de la Sala Superior y las salas regionales del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Magistradas y Magistrados del Tribunal de 

Disciplina Judicial, Magistradas y Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces de Distrito, 

serán elegidos de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía el día que se realicen 

las elecciones federales ordinarias del año que corresponda conforme al siguiente 

procedimiento: 



 

I.  El Senado de la República publicará la convocatoria para la integración del 

listado de candidaturas dentro de los treinta días naturales siguientes a la 

instalación del primer periodo ordinario de sesiones del año anterior al de la 

elección que corresponda, que contendrá las etapas completas del 

procedimiento, sus fechas y plazos improrrogables y los cargos a elegir. El 

órgano de administración judicial hará del conocimiento del Senado los cargos 

sujetos a elección, la especialización por materia, el circuito judicial respectivo y 

demás información que requiera; 

II. Los Poderes de la Unión postularán el número de candidaturas que corresponda 

a cada cargo conforme a los párrafos segundo y tercero del presente artículo. 

Para la evaluación y selección de sus postulaciones, observarán lo siguiente:  

a) Los Poderes establecerán mecanismos públicos, abiertos, transparentes, 

inclusivos y accesibles que permitan la participación de todas las personas 

interesadas que acrediten los requisitos establecidos en esta Constitución 

y en las leyes, presenten un ensayo de tres cuartillas donde justifiquen los 

motivos de su postulación y remitan cinco cartas de referencia de sus 

vecinos, colegas o personas que respalden su idoneidad para 

desempeñar el cargo; 

b) Cada Poder integrará un Comité de Evaluación conformado por cinco 

personas reconocidas en la actividad jurídica, que recibirá los expedientes 

de las personas aspirantes, evaluará el cumplimiento de los requisitos 

constitucionales y legales e identificará a las personas mejor evaluadas 

que cuenten con los conocimientos técnicos necesarios para el 

desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena 

fama pública, competencia y antecedentes académicos y profesionales en 

el ejercicio de la actividad jurídica, y 

c)  Los Comités de Evaluación integrarán un listado de las diez personas 

mejor evaluadas para cada cargo en los casos de Ministras y Ministros de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistradas y Magistrados de 

la Sala Superior y salas regionales del Tribunal Electoral e integrantes del 

Tribunal de Disciplina Judicial, y de las seis personas mejor evaluadas 



 

para cada cargo en los casos de Magistradas y Magistrados de Circuito y 

Juezas y Jueces de Distrito. Posteriormente, depurarán dicho listado 

mediante insaculación pública para ajustarlo al número de postulaciones 

para cada cargo, observando la paridad de género. Ajustados los listados, 

los Comités los remitirán a la autoridad que represente a cada Poder de 

la Unión para su aprobación y envío al Senado.  

III. El Senado de la República recibirá las postulaciones y remitirá los listados al 

Instituto Nacional Electoral a más tardar el 12 de febrero del año de la elección 

que corresponda, a efecto de que organice el proceso electivo. 

Las personas candidatas podrán ser postuladas simultáneamente por uno o 

varios Poderes de la Unión, siempre que aspiren al mismo cargo. Los Poderes 

que no remitan sus postulaciones al término del plazo previsto en la convocatoria 

no podrán hacerlo posteriormente, y 

IV.  El Instituto Nacional Electoral efectuará los cómputos de la elección, publicará 

los resultados y entregará las constancias de mayoría a las candidaturas que 

obtengan el mayor número de votos, asignando los cargos alternadamente entre 

mujeres y hombres. También declarará la validez de la elección y enviará sus 

resultados a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación o al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el caso 

de magistraturas electorales, quienes resolverán las impugnaciones antes de 

que el Senado de la República instale el primer periodo ordinario de sesiones del 

año de la elección que corresponda, fecha en que las personas aspirantes 

electas tomarán protesta de su encargo ante dicho órgano legislativo.  

Para el caso de Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Magistradas y Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación e integrantes del Tribunal de Disciplina Judicial, 

la elección se realizará a nivel nacional conforme al procedimiento anterior y en 

los términos que dispongan las leyes. El Poder Ejecutivo postulará por conducto 

de la persona titular de la Presidencia de la República hasta tres personas 

aspirantes; el Poder Legislativo postulará hasta tres personas, una por la Cámara 

de Diputados y dos por el Senado, mediante votación calificada de dos tercios 



 

de sus integrantes presentes, y el Poder Judicial de la Federación, por conducto 

del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, postulará hasta tres 

personas por mayoría de seis votos. 

Para el caso de Magistradas y Magistrados de Circuito, así como Juezas y 

Jueces de Distrito, la elección se realizará por circuito judicial conforme al 

procedimiento establecido en este artículo y en los términos que dispongan las 

leyes. Cada uno de los Poderes de la Unión postulará hasta dos personas para 

cada cargo: el Poder Ejecutivo lo hará por conducto de su titular; el Poder 

Legislativo postulará una persona por cada Cámara mediante votación de dos 

terceras partes de sus integrantes presentes, y el Poder Judicial de la 

Federación, por conducto del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, postulará hasta dos personas por mayoría de seis votos.  

El Senado incorporará a los listados que remita al Instituto Nacional Electoral a 

las personas que se encuentren en funciones en los cargos señalados en el 

párrafo anterior al cierre de la convocatoria respectiva, excepto cuando 

manifiesten la declinación de su candidatura dentro de los treinta días posteriores 

a su publicación o sean postuladas para un cargo o circuito judicial diverso. La 

asignación de los cargos electos se realizará por materia de especialización 

entre las candidaturas que obtengan el mayor número de votos. 

La etapa de preparación de la elección federal correspondiente iniciará con la 

primera sesión que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral celebre 

en los primeros siete días del mes de septiembre del año anterior a la elección.  

Las personas candidatas tendrán derecho de acceso a radio y televisión de 

manera igualitaria, conforme a la distribución del tiempo que señale la ley y 

determine el Instituto Nacional Electoral. Podrán, además, participar en foros de 

debate organizados por el propio Instituto o en aquellos brindados gratuitamente 

por el sector público, privado o social en condiciones de equidad.  

Para todos los cargos de elección dentro del Poder Judicial de la Federación 

estará prohibido el financiamiento público o privado de sus campañas, así como 

la contratación por sí o por interpósita persona de espacios en radio y televisión 



 

o de cualquier otro medio de comunicación para promocionar candidatas y 

candidatos. Los partidos políticos y las personas servidoras públicas no podrán 

realizar actos de proselitismo ni posicionarse a favor o en contra de candidatura 

alguna.  

La duración de las campañas para los cargos señalados en el presente artículo 

será de sesenta días y en ningún caso habrá etapa de precampaña. La ley 

establecerá la forma de las campañas, así como las restricciones y sanciones 

aplicables a las personas candidatas o servidoras públicas cuyas 

manifestaciones o propuestas excedan o contravengan los parámetros 

constitucionales y legales.  

Artículo 97. Las Magistradas y los Magistrados de Circuito, así como las Juezas 

y los Jueces de Distrito durarán en su encargo nueve años y podrán ser reelectos 

de forma consecutiva cada que concluya su periodo. No podrán ser readscritos 

fuera del circuito judicial en el que hayan sido electos, salvo que por causa 

excepcional lo determine el Tribunal de Disciplina Judicial, y podrán ser 

removidos en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley. 

Para ser electo Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de 

Distrito, se necesita:  

I.  Tener ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos 

civiles y políticos; 

II.  Contar el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del 

artículo 96 de esta Constitución con título de licenciatura en derecho expedido 

legalmente y haber obtenido un promedio general de calificación de cuando 

menos ocho puntos o su equivalente y de nueve puntos o equivalente en las 

materias relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, 

especialidad, maestría o doctorado. Para el caso de Magistrada y Magistrado de 

Circuito deberá contar además con práctica profesional de al menos tres años 

en un área jurídica afín a su candidatura; 



 

III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con 

sanción privativa de la libertad; 

IV.  Haber residido en el país durante el año anterior al día de la publicación de la 

convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución, y 

V.  No haber sido persona titular de una Secretaría de Estado, Fiscal General de la 

República, senadora o senador, diputada o diputado federal, ni persona titular 

del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de 

la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta 

Constitución. 

El ingreso, formación y permanencia del personal de la carrera judicial del Poder Judicial 

de la Federación se sujetará a la regulación establecida en las disposiciones aplicables. 

Cualquier persona o autoridad podrá denunciar ante el Tribunal de Disciplina Judicial 

hechos que pudieran ser objeto de responsabilidad administrativa o penal cometidos por 

alguna persona servidora pública del Poder Judicial de la Federación, incluyendo 

ministros, magistrados y jueces, a efecto de que investigue y, en su caso, sancione la 

conducta denunciada. El Tribunal de Disciplina Judicial conducirá y sustanciará sus 

procedimientos de manera pronta, completa, expedita e imparcial, conforme al 

procedimiento que establezca la ley. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 



 

Las Magistradas y los Magistrados de Circuito y las Juezas y los Jueces de Distrito 

protestarán ante el Senado de la República. 

Artículo 98. Cuando la falta de una Ministra o Ministro de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial, Magistrada o 

Magistrado del Tribunal Electoral, Magistrada o Magistrado de Circuito y Jueza o Juez 

de Distrito excediere de un mes sin licencia o dicha falta se deba a su defunción, renuncia 

o cualquier causa de separación definitiva, ocupará la vacante la persona del mismo 

género que haya obtenido el segundo lugar en número de votos en la elección para ese 

cargo; en caso de declinación o imposibilidad, seguirá en orden de prelación la persona 

que haya obtenido mayor votación. El Senado de la República tomará protesta a la 

persona sustituta para desempeñarse por el periodo que reste al encargo.  

Se deroga 

Las renuncias de las Ministras y los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 

Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial y Magistradas y 

Magistrados del Tribunal Electoral, solamente procederán por causas graves; serán 

aprobadas por mayoría de los miembros presentes del Senado de la República o, en sus 

recesos, por la Comisión Permanente. 

Las licencias de las personas servidoras públicas señaladas en el párrafo primero de 

este artículo, cuando no excedan de un mes, podrán ser concedidas por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación para el caso de Ministras y Ministros, por el Pleno 

del Tribunal de Disciplina Judicial para el caso de sus integrantes, por el Pleno de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral para el caso de Magistradas y Magistrados Electorales y 

por el órgano de administración judicial para el caso de Magistradas y Magistrados de 

Circuito o Juezas y Jueces de Distrito. Las licencias que excedan de este tiempo deberán 

justificarse y podrán concederse sin goce de sueldo por la mayoría de los miembros 

presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. 

Ninguna licencia podrá exceder del término de un año. 

Artículo 99. ... 

... 



 

La Sala Superior se integrará por siete Magistradas y Magistrados Electorales. Cada dos 

años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del número 

de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, correspondiendo la 

presidencia a quienes alcancen mayor votación. 

... 

I.  Las impugnaciones en las elecciones federales de las diputadas y los diputados, 

las senadoras y los senadores, Ministras y Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina 

Judicial, Magistradas y Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces de Distrito; 

II. a X. ... 

... 

... 

Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente un criterio sobre la inconstitucionalidad 

de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, 

y dicho criterio pueda ser contradictorio con uno sostenido por la Suprema Corte de 

Justicia, cualquiera de las Ministras y Ministros o las partes, podrán denunciar la 

contradicción en los términos que señale la ley, para que el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación decida en definitiva cuál criterio debe prevalecer. Las 

resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resueltos. 

... 

... 

La administración en el Tribunal Electoral corresponderá al órgano de administración 

judicial, en los términos que señale la ley, mientras que su disciplina corresponderá al 

Tribunal de Disciplina Judicial. El Tribunal Electoral propondrá su presupuesto al órgano 

de administración judicial para su inclusión en el proyecto de Presupuesto del Poder 

Judicial de la Federación. Asimismo, el Tribunal expedirá su Reglamento Interno y los 

acuerdos generales para su adecuado funcionamiento. 



 

Las personas magistradas electorales que integren la Sala Superior serán elegidas por 

la ciudadanía a nivel nacional conforme a las bases y al procedimiento previsto en el 

artículo 96 de esta Constitución.  

Las personas magistradas electorales que integren la Sala Superior deberán satisfacer 

los requisitos que se exigen para ser Ministra o Ministro de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación y durarán en su encargo seis años improrrogables. Las renuncias, 

ausencias y licencias de personas magistradas electorales de la Sala Superior y las salas 

regionales serán tramitadas, cubiertas y otorgadas en los términos del artículo 98 de esta 

Constitución. 

Las personas magistradas electorales que integren las salas regionales deberán 

satisfacer los requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los indicados en 

el párrafo anterior. Serán elegidas por circunscripciones electorales, en los términos y 

modalidades que determine la ley, conforme al procedimiento aplicable para las 

magistraturas de Sala Superior, y durarán en su encargo seis años improrrogables. 

Se deroga 

... 

Artículo 100. El Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial de la 

Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.  

El Tribunal de Disciplina se integrará por cinco personas electas por la ciudadanía a nivel 

nacional conforme al procedimiento establecido en el artículo 96 de esta Constitución. 

Para ser elegibles, las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial 

deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 95 de esta Constitución y ser 

personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional, honestidad y 

honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. Durarán seis años en su encargo, serán 

sustituidos de manera escalonada y no podrán ser electos para un nuevo periodo. Cada 

dos años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del 

número de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, 

correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación.  



 

El Tribunal de Disciplina Judicial funcionará en Pleno y en comisiones. El Pleno será la 

autoridad substanciadora en los términos que establezca la ley y resolverá en segunda 

instancia los asuntos de su competencia. Podrá ordenar oficiosamente o por denuncia el 

inicio de investigaciones, atraer procedimientos relacionados con faltas graves o hechos 

que las leyes señalen como delitos, ordenar medidas cautelares y de apremio y 

sancionar a las personas servidoras públicas que incurran en actos u omisiones 

contrarias a la ley, a la administración de justicia o a los principios de objetividad, 

imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia, además de los asuntos que 

la ley determine.  

El Tribunal desahogará el procedimiento de responsabilidades administrativas en 

primera instancia a través de comisiones conformadas por tres de sus integrantes, que 

fungirán como autoridad substanciadora y resolutora en los asuntos de su competencia. 

Sus resoluciones podrán ser impugnadas ante el Pleno, que resolverá por mayoría de 

cuatro votos, en los términos que señale la ley. Las decisiones del Tribunal serán 

definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de 

estas. 

El Tribunal conducirá sus investigaciones a través de una unidad responsable de integrar 

y presentar al Pleno o a sus comisiones los informes de probable responsabilidad, para 

lo cual podrá ordenar la recolección de indicios y medios de prueba, requerir información 

y documentación, realizar inspecciones, llamar a comparecer y apercibir a personas que 

aporten elementos de prueba, solicitar medidas cautelares y de apremio para el 

desarrollo de sus investigaciones, entre otras que determinen las leyes.  

El Tribunal podrá dar vista al Ministerio Público competente ante la posible comisión de 

delitos y, sin perjuicio de sus atribuciones sancionadoras, solicitar el juicio político de las 

personas juzgadoras electas por voto popular ante la Cámara de Diputados. 

Las sanciones que emita el Tribunal podrán incluir la amonestación, suspensión, sanción 

económica, destitución e inhabilitación de las personas servidoras públicas, con 

excepción de Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

Magistradas y Magistrados electorales, que sólo podrán ser removidos en los términos 

del Título Cuarto de esta Constitución. 



 

El Tribunal evaluará el desempeño de las Magistradas y Magistrados de Circuito y las 

Juezas y Jueces de Distrito que resulten electas en la elección federal que corresponda 

durante su primer año de ejercicio. La ley establecerá los métodos, criterios e indicadores 

aplicables a dicha evaluación.  

La ley señalará las áreas intervinientes en los procesos de evaluación y seguimiento de 

resultados, garantizando la imparcialidad y objetividad de las personas evaluadoras, así 

como los procedimientos para ordenar las siguientes medidas correctivas o 

sancionadoras cuando la evaluación resulte insatisfactoria: 

a) Medidas de fortalecimiento, consistentes en actividades de capacitación y otras 

tendientes a reforzar los conocimientos o competencias de la persona evaluada, 

a cuyo término se aplicará una nueva evaluación, y  

b) Cuando la persona servidora pública no acredite favorablemente la evaluación 

que derive de las medidas correctivas ordenadas o se niegue a acatarlas, el 

Tribunal podrá ordenar su suspensión de hasta un año y determinar las acciones 

y condiciones para su restitución. Transcurrido el año de suspensión sin acreditar 

satisfactoriamente la evaluación, el Tribunal resolverá de manera fundada y 

motivada la destitución de la persona servidora pública, sin responsabilidad para 

el Poder Judicial.  

Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Disciplina ejercerán su función con 

independencia e imparcialidad. Durante su encargo, sólo podrán ser removidos en los 

términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

El órgano de administración judicial contará con independencia técnica y de gestión, y 

será responsable de la administración y carrera judicial del Poder Judicial. Tendrá a su 

cargo la determinación del número, división en circuitos, competencia territorial y 

especialización por materias de los Tribunales Colegiados de Circuito, de los Tribunales 

Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito; el ingreso, permanencia y 

separación del personal de carrera judicial y administrativo, así como su formación, 

promoción y evaluación de desempeño; la inspección del cumplimiento de las normas de 

funcionamiento administrativo del Poder Judicial; y las demás que establezcan las leyes.  



 

El Pleno del órgano de administración judicial se integrará por cinco personas que 

durarán en su encargo seis años improrrogables, de las cuales una será designada por 

el Poder Ejecutivo, por conducto de la persona titular de la Presidencia de la República; 

uno por el Senado de la República mediante votación calificada de dos tercios de sus 

integrantes presentes; y tres por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

con mayoría de seis votos. La presidencia del órgano durará dos años y será rotatoria, 

en términos de lo que establezcan las leyes.  

Quienes integren el Pleno del órgano de administración judicial deberán ser mexicanos 

por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; contar con 

experiencia profesional mínima de cinco años; y contar con título de licenciatura en 

derecho, economía, actuaría, administración, contabilidad o cualquier título profesional 

relacionado con las actividades del órgano de administración judicial, con antigüedad 

mínima de cinco años; y no estar inhabilitados para desempeñar un empleo, cargo o 

comisión en el servicio público, ni haber sido condenados por delito doloso con sanción 

privativa de la libertad. 

Durante su encargo, las personas integrantes del Pleno del órgano de administración 

sólo podrán ser removidas en los términos del Título Cuarto de esta Constitución. En 

caso de defunción, renuncia o ausencia definitiva de alguna de las personas integrantes, 

la autoridad que le designó hará un nuevo nombramiento por el tiempo que reste al 

periodo de designación respectivo. 

La ley establecerá las bases para la formación, evaluación, certificación y actualización 

de funcionarias y funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual 

se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, 

independencia y paridad de género. El órgano de administración judicial contará con un 

órgano auxiliar con autonomía técnica y de gestión denominado Escuela Nacional de 

Formación Judicial responsable de diseñar e implementar los procesos de formación, 

capacitación, evaluación, certificación y actualización del personal de carrera judicial y 

administrativo del Poder Judicial de la Federación, sus órganos auxiliares y, en su caso, 

del personal de los Poderes Judiciales locales, fiscalías, defensorías públicas, 

organismos de protección de los derechos humanos, instituciones de seguridad pública 

y del público en general, así como de llevar a cabo los concursos de oposición para 



 

acceder a las distintas categorías de la carrera judicial en términos de las disposiciones 

aplicables. 

El servicio de defensoría pública en asuntos del fuero federal será proporcionado por el 

órgano de administración judicial a través del Instituto Federal de Defensoría Pública, en 

los términos que establezcan las disposiciones aplicables. La Escuela Nacional de 

Formación Judicial será la encargada de capacitar a las y los defensores públicos, así 

como de llevar a cabo los concursos de oposición. 

De conformidad con lo que establezca la ley, el órgano de administración judicial estará 

facultado para expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. 

El Tribunal de Disciplina Judicial podrá solicitar al órgano de administración judicial la 

expedición de acuerdos generales o la ejecución de las resoluciones que considere 

necesarios para asegurar un adecuado ejercicio de la función jurisdiccional federal en 

los asuntos de su competencia. 

Se deroga 

Se deroga 

El órgano de administración judicial, a solicitud del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, podrá concentrar en uno o más órganos jurisdiccionales para que conozcan 

de los asuntos vinculados con hechos que constituyan violaciones graves de derechos 

humanos. La decisión sobre la idoneidad de la concentración deberá tomarse en función 

del interés social y el orden público, lo que constituirá una excepción a las reglas de turno 

y competencia. 

El órgano de administración judicial elaborará el presupuesto del Poder Judicial de la 

Federación. Los presupuestos serán remitidos por dicho órgano para su inclusión en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación.  

En el ámbito del Poder Judicial de la Federación, no podrán crearse ni mantenerse en 

operación fondos, fideicomisos, mandatos o contratos análogos que no estén previstos 

en la ley. 



 

Artículo 101. Las Ministras y los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, las 

Magistradas y los Magistrados de Circuito, las Juezas y los Jueces de Distrito, los 

respectivos secretarios, las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Disciplina 

Judicial y las y los integrantes del Pleno del órgano de administración judicial, así como 

las Magistradas y los Magistrados de la Sala Superior y salas regionales del Tribunal 

Electoral, no podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la 

Federación, de las entidades federativas o de particulares, salvo los cargos no 

remunerados en asociaciones científicas, docentes, literarias o de beneficencia. 

Las personas que hayan ocupado el cargo de Ministra o Ministro de la Suprema Corte 

de Justicia, Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial, así como 

Magistrada o Magistrado de la Sala Superior y salas regionales del Tribunal Electoral, no 

podrán, dentro de los dos años siguientes a la fecha de su retiro, actuar como patronos, 

abogados o representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder Judicial de 

la Federación. Para el caso de Magistradas y Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces 

de Distrito, este impedimento aplicará respecto del circuito judicial de su adscripción al 

momento de dejar el cargo, en los términos que establezca la ley. 

Durante dicho plazo, las personas que se hayan desempeñado como Ministras o 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistradas o Magistrados del 

Tribunal de Disciplina Judicial, Magistrados Electorales, Magistradas o Magistrados de 

Circuito y Juezas o Jueces de Distrito, no podrán ocupar los cargos señalados en la 

fracción VI del artículo 95 de esta Constitución. 

... 

... 

Artículo 105. ... 

I. ... 

a) a l) ... 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades 

federativas, de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 



 

México impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los 

casos a que se refieren los incisos c), h), k) y l) anteriores, y la resolución de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos 

generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos seis votos. 

... 

... 

II.  ...  

... 

a) a i) ... 

... 

... 

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de 

las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando 

menos seis votos. 

III. ... 

... 

... 

Tratándose de controversias constitucionales o de acciones de inconstitucionalidad 

planteadas respecto de normas generales, en ningún caso su admisión dará lugar a la 

suspensión de la norma cuestionada. 

Artículo 107. ... 



 

I.  ... 

II.  Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de 

personas quejosas que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y 

protegerlas, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 

Tratándose de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de 

normas generales, en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos 

generales. 

... 

 Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por reiteración, 

o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual se determine la 

inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo notificará a la autoridad 

emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de 

inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que 

fuere aprobada por una mayoría de cuando menos seis votos, la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, con efectos generales, en la cual se fijarán sus alcances y 

condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

... 

... 

... 

... 

III. a IX. ... 

X.  Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante 

las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano 

jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá 

realizar un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés 

social. Tratándose de juicios de amparo en los que se reclame la 



 

inconstitucionalidad de normas generales, en ningún caso la suspensión podrá 

concederse con efectos generales. 

... 

XI. y XII. ...  

XIII. ... 

Cuando los Plenos Regionales sustenten criterios contradictorios al resolver las 

contradicciones o los asuntos de su competencia, según corresponda, las Ministras y los 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los mismos Plenos Regionales, 

así como los órganos a que se refiere el párrafo anterior podrán denunciar la 

contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, con el objeto de que el Pleno decida el 

criterio que deberá prevalecer.  

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustente criterios contradictorios en 

los juicios de amparo cuyo conocimiento les competa, los ministros, los Tribunales 

Colegiados de Circuito y sus integrantes, las y los Jueces de Distrito, el o la Fiscal 

General de la República, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los 

relacionados con el ámbito de sus funciones, el Ejecutivo Federal, por conducto de la o 

el Consejero Jurídico del Gobierno, o las partes en los asuntos que las motivaron podrán 

denunciar la contradicción ante el Pleno de la Suprema Corte, conforme a la ley 

reglamentaria, para que éste resuelva la contradicción.  

Las resoluciones que pronuncie el Pleno de la Suprema Corte de Justicia así como los 

Plenos Regionales conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el efecto de fijar la 

jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas concretas derivadas de las 

sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción; 

XIV. a XVIII. ... 

Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político las senadoras y los senadores y las 

diputadas y los diputados al Congreso de la Unión, las ministras y los ministros de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, las Magistradas y los Magistrados del Tribunal 

de Disciplina Judicial, las personas integrantes del Pleno del órgano de administración 



 

judicial, las personas titulares de las Secretarías de Despacho, la o el Fiscal General de 

la República, las magistradas y los magistrados de Circuito y las juezas y los jueces de 

Distrito, la consejera o consejero Presidente, las consejerías electorales y la o el 

secretario ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, las magistradas y los magistrados 

del Tribunal Electoral, las y los integrantes de los órganos constitucionales autónomos, 

las y los directores generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, 

empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a 

éstas y fideicomisos públicos. 

Las personas titulares de los poderes ejecutivos de las entidades federativas, Diputadas 

y Diputados locales, Magistradas y Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia 

Locales, en su caso, las personas integrantes de los Tribunales de Disciplina Judicial y 

órganos de administración de las Judicaturas Locales, así como las personas integrantes 

de los organismos a los que las Constituciones Locales les otorgue autonomía, sólo 

podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este Título por violaciones graves 

a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo 

indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será únicamente 

declarativa y se comunicará a las Legislaturas Locales para que, en ejercicio de sus 

atribuciones, procedan como corresponda. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 111. Para proceder penalmente contra las y los diputados y las y los senadores 

al Congreso de la Unión, las y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

las y los magistrados del Tribunal Electoral, las y los Magistrados del Tribunal de 

Disciplina Judicial, las y los integrantes del Pleno del órgano de administración judicial, 

las y los secretarios de Despacho, la o el Fiscal General de la República, así como la o 

el consejero Presidente y las consejerías electorales del Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara 



 

de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si 

ha o no lugar a proceder contra la persona inculpada. 

... 

... 

... 

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra las personas titulares de 

los poderes ejecutivos de las entidades federativas, diputadas y diputados locales, 

magistradas y magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades 

federativas, en su caso, integrantes de los Tribunales de Disciplina Judicial y órganos de 

administración judicial Locales, y las y los integrantes de los organismos a los que las 

Constituciones Locales les otorgue autonomía se seguirá el mismo procedimiento 

establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de procedencia será 

para el efecto de que se comunique a las Legislaturas Locales, para que en ejercicio de 

sus atribuciones procedan como corresponda. 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 113. ... 

I.  El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los 

titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada 

en Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Federal responsable 

del control interno; por el presidente del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. 



 

de esta Constitución; así como por un representante del Tribunal de Disciplina 

Judicial y otro del Comité de Participación Ciudadana; 

II. y III. ... 

... 

Artículo 116. ... 

... 

I. y II. ... 

III.  ... 

 La independencia de las magistradas y los magistrados y juezas y jueces en el ejercicio 

de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas 

de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para su elección por voto directo 

y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un 

órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus 

resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder 

Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes 

sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados. 

Las Magistradas y los Magistrados y las juezas y los jueces integrantes de los Poderes 

Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a IV del 

párrafo segundo del artículo 97 de esta Constitución y los demás que establezcan las 

Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados. No podrán ser Magistradas o 

Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de titular de Secretaría o su 

equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el 

año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local. 

Las propuestas de candidaturas y la elección de los magistrados y jueces integrantes de 

los Poderes Judiciales Locales se realizarán conforme a las bases, procedimientos, 

términos, modalidades y requisitos que señala esta Constitución para el Poder Judicial 

de la Federación en lo que resulte aplicable, estableciendo mecanismos públicos, 



 

abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y paritarios de evaluación y selección que 

garanticen la participación de personas que cuenten con los conocimientos técnicos 

necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena 

fama pública, competencia y antecedentes profesionales y académicos en el ejercicio de 

la actividad jurídica.  

Las y los magistrados y las y los jueces durarán en el ejercicio de su encargo nueve 

años, podrán ser reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en 

los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos de los Estados. 

Las magistradas y los magistrados y las juezas y los jueces percibirán una remuneración 

adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser mayor a la establecida para la persona 

titular de la Presidencia de la República en el presupuesto correspondiente y no será 

disminuida durante su encargo. 

IV. a X. ... 

En el ámbito de los Poderes Judiciales de los Estados, no podrán crearse ni mantenerse 

en operación fondos, fideicomisos, mandatos o contratos análogos que no estén 

previstos en la ley.  

Artículo 122. ... 

A. ... 

I. a III. ... 

IV.  El ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, el 

Tribunal de Disciplina Judicial local, el órgano de administración judicial y los 

juzgados y tribunales que establezca la Constitución Política de la Ciudad de 

México, la que garantizará la independencia de los magistrados y jueces en el 

ejercicio de sus funciones. Las leyes locales establecerán las condiciones para 

su elección por voto libre, directo y secreto de la ciudadanía conforme a las 

bases, procedimientos, términos, modalidades y requisitos que señala esta 

Constitución para el Poder Judicial de la Federación en lo que resulte aplicable 



 

y los demás que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México y las 

leyes correspondientes, estableciendo mediante mecanismos públicos, abiertos, 

transparentes, inclusivos, accesibles y paritarios de evaluación y selección que 

garanticen la participación de personas que cuenten con los conocimientos 

técnicos necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su 

honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes profesionales y 

académicos en el ejercicio de la actividad jurídica. Las leyes también 

establecerán las condiciones para el funcionamiento de órganos de 

administración y disciplina con independencia técnica, de gestión y para emitir 

sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para 

el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación, permanencia 

y especialización de quienes integren el poder Judicial. 

... 

Las y los magistrados y las y los jueces durarán en el ejercicio de su encargo nueve 

años; podrán ser reelectas y reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus 

puestos en los términos que establecen esta Constitución, así como la Constitución y las 

leyes de la Ciudad de México. Las magistradas y los magistrados y las juezas y jueces 

percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser mayor a la 

establecida para la persona titular de la Presidencia de la República en el presupuesto 

correspondiente y no será disminuida durante su encargo. En el ámbito del Poder 

Judicial, no podrán crearse ni mantenerse en operación fondos, fideicomisos, mandatos 

o contratos análogos que no estén previstos en la ley.  

V. a VII. ... 

VIII. ... 

... 

... 

La investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de 

los miembros del Tribunal Superior de Justicia, corresponderá al Tribunal de Disciplina 



 

Judicial local, sin perjuicio de las atribuciones de la entidad de fiscalización sobre el 

manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. 

IX. a XI. ... 

B. a D. ... 

Artículo 123. ... 

... 

A. ... 

I. a XXXI. ... 

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 

I. a XI. ... 

XII.  ... 

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus servidores, así como los que 

se susciten entre la Suprema Corte de Justicia y sus empleados, serán resueltos por el 

Tribunal de Disciplina Judicial.  

XIII. a XIV. ... 

Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Segundo.- El Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 dará inicio el día de la entrada 

en vigor del presente Decreto. En dicha elección se elegirán la totalidad de los cargos de 

Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las magistraturas 

vacantes de la Sala Superior y la totalidad de las Magistradas y Magistrados de salas 



 

regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los integrantes del 

Tribunal de Disciplina Judicial, así como la mitad de los cargos de Magistradas y 

Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces de Distrito, en los términos del presente 

artículo.  

Las personas que se encuentren en funciones en los cargos señalados en el párrafo 

anterior al cierre de la convocatoria que emita el Senado serán incorporadas a los 

listados para participar en la elección extraordinaria del año 2025, excepto cuando 

manifiesten la declinación de su candidatura previo al cierre de la convocatoria o sean 

postuladas para un cargo o circuito judicial diverso. En caso de no resultar electas por la 

ciudadanía para ejercer su encargo por un nuevo periodo, concluirán su encargo en la 

fecha que tomen protesta las personas servidoras públicas que emanen de la elección 

extraordinaria conforme a las disposiciones transitorias aplicables del presente Decreto.  

El Senado de la República tendrá un plazo de treinta días naturales posteriores a la 

entrada en vigor del presente Decreto para emitir la convocatoria para integrar los 

listados de las personas candidatas que participen en la elección extraordinaria para 

renovar los cargos del Poder Judicial de la Federación, conforme al procedimiento 

previsto en el artículo 96 de este Decreto, salvo en lo que respecta a las postulaciones 

que realice el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conforme a los párrafos 

segundo y tercero de dicho artículo, que deberá hacerse por mayoría de ocho votos de 

sus integrantes.  

Para el caso de Magistradas y Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces de Distrito, la 

elección será escalonada, renovándose la mitad de los cargos correspondientes a cada 

circuito judicial en la elección extraordinaria del año 2025 y la parte restante en la 

elección federal ordinaria del año 2027, conforme a lo siguiente: 

a) Para seleccionar los cargos a renovar en la elección extraordinaria del año 2025, el 

Consejo de la Judicatura Federal entregará al Senado de la República un listado 

con la totalidad de cargos de personas juzgadoras, indicando su circuito judicial, 

especialización por materia, género, vacancias, renuncias y retiros programados, y 

la demás información que se le requiera, y 



 

b) El órgano legislativo determinará la porción de cargos a elegir en cada circuito 

judicial considerando en primer término las vacancias, renuncias y retiros 

programados. Los cargos restantes serán seleccionados mediante insaculación 

pública, tomando como base la renovación de la mitad de los cargos que 

correspondan a cada especialización por materia. 

El Consejo General del Instituto Nacional Electoral podrá emitir los acuerdos que 

estime necesarios para la organización, desarrollo, cómputo, vigilancia y 

fiscalización del proceso electoral extraordinario del año 2025 y para garantizar el 

cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales aplicables para los 

procesos electorales federales, observando los principios de certeza, legalidad, 

independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de género. 

Las y los consejeros del Poder Legislativo y las y los representantes de los partidos 

políticos ante el Consejo General no podrán participar en las acciones, actividades 

y sesiones relacionadas a este proceso. 

Las boletas electorales contendrán, entre otros datos, el cargo, la entidad federativa 

y, en su caso, el circuito judicial que corresponda a cada tipo de elección. Llevarán 

impresos los nombres completos numerados de las personas candidatas 

distribuidos por orden alfabético y progresivo iniciando por el apellido paterno, e 

indicando la especialización por materia cuando corresponda. El listado de 

personas candidatas distinguirá la autoridad postulante y las candidaturas de las 

personas juzgadoras que estén en funciones en los cargos a renovar y deseen 

participar en la elección. La boleta garantizará que las y los votantes asienten la 

candidatura de su elección conforme a lo siguiente:  

a) Para Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrán 

elegir hasta cinco mujeres y hasta cuatro hombres; 

b) Para Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial podrán elegir 

hasta tres mujeres y hasta dos hombres; 

c) Para Magistradas y Magistrados de Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación podrán elegir hasta dos mujeres y hasta dos hombres; 



 

d) Para Magistradas y Magistrados de salas regionales del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación podrán elegir hasta dos mujeres y un hombre por 

cada sala; 

e) Para Magistradas y Magistrados de Circuito y Juezas y Jueces de Distrito podrán 

elegir hasta cinco mujeres y hasta cinco hombres.  

La etapa de preparación de la elección extraordinaria del año 2025 iniciará con la primera 

sesión que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral celebre dentro de los siete 

días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto.  

La jornada electoral se celebrará el primer domingo de junio del año 2025. Podrán 

participar como observadoras las personas o agrupaciones acreditadas por el Instituto, 

con excepción de representantes o militantes de un partido político.  

El Instituto Nacional Electoral efectuará los cómputos de la elección, publicará los 

resultados y entregará las constancias de mayoría a las candidaturas que obtengan el 

mayor número de votos, asignando los cargos alternadamente entre mujeres y hombres, 

iniciando por mujer. También declarará la validez de la elección que corresponda y 

enviará sus resultados a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación o al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el caso de 

magistraturas electorales, quienes resolverán las impugnaciones a más tardar el 28 de 

agosto de 2025.  

Las personas que resulten electas tomarán protesta de su encargo ante el Senado de la 

República el 1o. de septiembre de 2025. El órgano de administración judicial adscribirá 

a las personas electas al órgano judicial que corresponda a más tardar el 15 de 

septiembre de 2025.  

Tercero.- El periodo de las Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que resulten electos en la elección extraordinaria que se celebre conforme a lo 

previsto en el artículo Segundo transitorio durarán ocho y once años, por lo que vencerá 

el año 2033 y 2036 para cuatro y cinco de ellos, respectivamente. Los periodos que 

correspondan a cada cargo se determinarán en función del número de votos que obtenga 



 

cada candidatura, correspondiendo un periodo mayor a quienes alcancen mayor 

votación.  

Lo anterior no será aplicable a las Ministras y Ministros en funciones que sean electos 

en la elección extraordinaria del año 2025, quienes ejercerán el cargo por el periodo que 

reste a su nombramiento original, observando lo siguiente: 

a) Cuando el periodo del nombramiento concluya el mismo año en que se realice la 

elección federal ordinaria que corresponda, el cargo se renovará en esa elección, 

tomando protesta la persona que resulte electa el día en que concluya el 

nombramiento respectivo, y 

b) Cuando el periodo del nombramiento no concluya el mismo año en que se realice 

la elección federal ordinaria que corresponda, el periodo del nombramiento se 

prorrogará por el tiempo adicional hasta la próxima elección.  

Las y los Ministros en funciones cuyos nombramientos concluyan antes de la fecha 

de cierre de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de este Decreto 

dejarán el cargo al término de su nombramiento original y les serán aplicables las 

disposiciones previstas en los artículos 94 y 101 de este Decreto.  

El periodo de las Magistradas y Magistrados de Circuito y las Juezas y Jueces de Distrito 

que resulten electos en la elección extraordinaria que se celebre en el año 2025 conforme 

al artículo Segundo transitorio del presente Decreto durará ocho años, por lo que vencerá 

en el año 2033.  

Cuarto.- Las Magistradas y Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación que estén en funciones a la entrada en vigor del presente 

Decreto permanecerán en su encargo hasta el año 2027, concluyendo en la fecha que 

tomen protesta las personas servidoras públicas que emanen de la elección federal 

ordinaria que se celebre para tal efecto. 

Las magistraturas electorales de la Sala Superior que no hayan sido designadas por el 

Senado de la República a la entrada en vigor del presente Decreto se renovarán en la 

elección extraordinaria del año 2025. 



 

El periodo de las Magistradas y Magistrados electorales de la Sala Superior que sean 

electos en la elección extraordinaria del año 2025 durará ocho años, por lo que vencerá 

en el año 2033; mientras que el periodo de las Magistradas y Magistrados electorales de 

la Sala Superior que resulten electos en la elección federal ordinaria del año 2027 durará 

seis años, por lo que vencerá el año 2033. 

El periodo de las Magistradas y Magistrados electorales de salas regionales que resulten 

electos en la elección extraordinaria del año 2025 durará ocho años, y vencerá el año 

2033.  

La ley preverá la extinción de la sala regional especializada del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación a más tardar el 1o. de septiembre de 2025, por lo que 

sus magistraturas no se renovarán en la elección extraordinaria del año 2025.  

Las Magistradas y Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del 

presente Decreto no podrán ser elegibles para un nuevo periodo en la elección federal 

ordinaria que se celebre en 2027. 

Quinto.- El Consejo de la Judicatura Federal continuará ejerciendo las facultades y 

atribuciones de administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, hasta en tanto sean creados el Tribunal 

de Disciplina Judicial y el órgano de administración judicial. 

El periodo de los nombramientos de las Consejeras y Consejeros de la Judicatura 

Federal en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto que concluyan antes de 

la fecha de la elección extraordinaria del año 2025 se prorrogarán hasta la fecha que 

tomen protesta las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial que 

emanen de la elección extraordinaria que se celebre para tal efecto, salvo cuando sean 

electas por la ciudadanía para integrar el Tribunal de Disciplina Judicial por el periodo 

que corresponda, conforme al procedimiento señalado en el artículo Segundo transitorio 

del presente Decreto. 

El periodo de las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial que sean 

electos conforme al presente artículo transitorio vencerá el año 2030 para tres de ellos, 



 

y el año 2033 para los dos restantes. Los periodos que correspondan a cada cargo se 

determinarán en función del número de votos que obtenga cada candidatura, 

correspondiendo un periodo mayor a quienes alcancen mayor votación.  

Las Consejeras y Consejeros de la Judicatura Federal que se encuentren en funciones 

a la entrada en vigor del presente Decreto podrán postularse y participar en la elección 

extraordinaria del año 2025 para integrar el Tribunal de Disciplina Judicial u otro cargo 

de elección popular del Poder Judicial de la Federación por el periodo que corresponda 

cuando cumplan con los requisitos constitucionales y legales aplicables.  

Sexto. - El Tribunal de Disciplina Judicial y el órgano de administración judicial iniciarán 

sus funciones en la fecha en que tomen protesta las Magistradas y Magistrados del 

Tribunal de Disciplina Judicial que emanen de la elección extraordinaria que se celebre 

en el año 2025. En esta misma fecha, el Consejo de la Judicatura Federal quedará 

extinto. 

Durante el periodo de transición referido en el párrafo anterior, el Consejo de la 

Judicatura Federal implementará un plan de trabajo para la transferencia de los recursos 

materiales, humanos, financieros y presupuestales al Tribunal de Disciplina Judicial en 

lo que respecta a las funciones de disciplina y control interno de los integrantes del Poder 

Judicial de la Federación; y al órgano de administración judicial en lo que corresponde a 

sus funciones administrativas y de carrera judicial.  

El Consejo de la Judicatura Federal aprobará los acuerdos generales y específicos que 

se requieran para implementar dicho plan de trabajo, conforme a los plazos que se 

establezcan en el mismo y en los términos que determinen las disposiciones legales y 

administrativas aplicables.  

El Consejo de la Judicatura Federal continuará la substanciación de los procedimientos 

que se encuentren pendientes de resolución y entregará la totalidad de los expedientes 

que se encuentren en trámite, así como la totalidad de su acervo documental, al Tribunal 

de Disciplina Judicial o al órgano de administración judicial, según corresponda.  

Las personas que integren el Pleno del órgano de administración judicial a que se refiere 

el artículo 100 del presente Decreto deberán ser designadas para iniciar sus funciones 



 

el mismo día en que tomen protesta las Magistradas y Magistrados del Tribunal de 

Disciplina Judicial. Para la designación de las tres personas integrantes del órgano de 

administración judicial que correspondan al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, se requerirá por única ocasión del voto de ocho de sus integrantes.  

Séptimo.- Las remuneraciones de las personas servidoras públicas del Poder Judicial 

de la Federación y de los Poderes Judiciales de las entidades federativas y de la Ciudad 

de México que estén en funciones al momento de la entrada en vigor del presente 

Decreto no podrán ser mayores a la establecida para el Presidente de la República en el 

presupuesto correspondiente, por lo que deberán ajustarse a los parámetros 

establecidos en el artículo 127 de esta Constitución en los casos que corresponda, sin 

responsabilidad para los Poderes Judiciales.  

Las Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que concluyan su 

encargo por no postularse o no haber sido electos en la elección extraordinaria del año 

2025, no serán beneficiarias de un haber por retiro, salvo cuando presenten su renuncia 

al cargo antes de la fecha de cierre de la convocatoria señalada en la fracción I del 

artículo 96 de este Decreto, misma que tendrá efectos al 31 de agosto de 2025; en estos 

casos, el haber de retiro será proporcional al tiempo de su desempeño.  

Lo anterior no será aplicable a las y los Ministros en funciones a la entrada en vigor de 

este Decreto cuyo nombramiento original concluya antes de la fecha de cierre de la 

convocatoria respectiva, en cuyo caso se ajustarán a los términos de este Decreto.  

Octavo. - El Congreso de la Unión tendrá un plazo de noventa días naturales a partir de 

la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las adecuaciones a las leyes 

federales que correspondan para dar cumplimiento al mismo. Entre tanto, se aplicarán 

en lo conducente de manera directa las disposiciones constitucionales en la materia y, 

supletoriamente, las leyes en materia electoral en todo lo que no se contraponga al 

presente Decreto.  

Las entidades federativas tendrán un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de 

la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las adecuaciones a sus 

constituciones locales. La renovación de la totalidad de cargos de elección de los 

Poderes Judiciales locales deberá concluir en la elección federal ordinaria del año 2027, 



 

en los términos y modalidades que estos determinen; en cualquier caso, las elecciones 

locales deberán coincidir con la fecha de la elección extraordinaria del año 2025 o de la 

elección ordinaria del año 2027.  

Para efectos de la organización del proceso electoral extraordinario del año 2025, no 

será aplicable lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105 de 

esta Constitución, por lo que el Instituto Nacional Electoral observará las leyes que se 

emitan en los términos del presente Decreto. 

Noveno. - Los procedimientos que al momento de la entrada en vigor del presente 

Decreto excedan de los plazos previstos en el párrafo segundo del artículo 17 y en la 

fracción VII del artículo 20 constitucional del presente Decreto, deberán observar el 

procedimiento establecido en éstos. 

Décimo. - Los derechos laborales de las personas trabajadoras del Poder Judicial de la 

Federación y de las entidades federativas serán respetados en su totalidad. Los 

presupuestos de egresos del ejercicio fiscal que corresponda considerarán los recursos 

necesarios para el pago de pensiones complementarias, apoyos médicos y otras 

obligaciones de carácter laboral, en los términos que establezcan las leyes o las 

condiciones generales de trabajo aplicables. Las Magistradas y Magistrados de Circuito 

y Juezas y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la Federación que concluyan su 

encargo por haber declinado su candidatura o no resultar electas por la ciudadanía para 

un nuevo periodo conforme al segundo párrafo del artículo Segundo transitorio de este 

Decreto, serán acreedoras al pago de un importe equivalente a tres meses de salario 

integrado y de veinte días de salario por cada año de servicio prestado, así como a las 

demás prestaciones a que tengan derecho, mismas que serán cubiertas con los recursos 

federales a que se refiere el párrafo siguiente al momento de su retiro. 

Los órganos del Poder Judicial de la Federación y, en su caso, de las entidades 

federativas, llevarán a cabo los actos y procesos necesarios para extinguir los fondos, 

fideicomisos, mandatos o contratos análogos que no se encuentren previstos en una ley 

secundaria, por lo que tendrán un plazo máximo de noventa días naturales posteriores a 

la entrada en vigor del presente Decreto para enterar la totalidad de los recursos 

remanentes en dichos instrumentos, así como los productos y aprovechamientos 



 

derivados de los mismos, a la Tesorería de la Federación o de las entidades federativas, 

según corresponda.  

Los recursos federales a que se refiere el párrafo anterior deberán ser concentrados por 

concepto de aprovechamientos en la Tesorería de la Federación y se destinarán por la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público a la implementación del presente Decreto y a 

los demás fines que esta determine.  

Décimo Primero. - Para la interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del 

Estado y toda autoridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar 

a interpretaciones análogas o extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar 

o hacer nugatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial. 

Décimo Segundo. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente 

Decreto. 

Derivado de este decreto esta Septuagésima Sexta Legislatura de conformidad con lo establecido 

por el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y garantizando el 

principio de supremacía constitucional, el cual obliga a las entidades federativas a adecuar sus 

constituciones a las reformas federales cualquier disposición local que sea contraria a la 

Constitución Federal modificando o suprimiendo para garantizar su cumplimiento, realizó el pasado 

mes de octubre del 2024 la sesión en la cual se concretó lo establecido en el arábigo referido. 

Pues resulta totalmente indispensable para el Estado de Michoacán garantizar que el marco jurídico 

estatal sea congruente con el federal, y la correcta implementación de los preceptos federales en la 

materia, hechos que fue consumados mediante el Decreto número 03 de fecha 13 de noviembre del 

2024 publicado en el Periódico Oficial del Estado de Michoacán de Ocampo. 

Con la reforma a la Constitución local realizada se ha subrayado la importancia de fortalecer la 

independencia y autonomía del Poder Judicial, asegurando que sus integrantes actúen con 

imparcialidad y libres de influencias externas, en Michoacán, es crucial replicar esta estructura 

mediante la separación clara entre las funciones administrativas y jurisdiccionales, lo que permitiría 

a los jueces concentrarse en impartir justicia sin verse involucrados en cuestiones políticas o 

administrativas.  



 

Además, con esta creación de órganos especializados de administración y disciplina judicial, con 

independencia y capacidad técnica para gestionar el Poder Judicial de manera eficaz se busca 

adoptar la transparencia y participación ciudadana en los procesos de designación de jueces y 

magistrados o mejor dicho personas juzgadoras. 

Para el Estado de Michoacán, la reforma local propondrá un sistema más participativo y democrático 

para el nombramiento de los servidores públicos que integran el Poder Judicial, permitiendo que la 

sociedad tenga un mayor control sobre quienes son responsables de impartir justicia. 

En un hecho histórico para el País y el Estado por primera ocasión la participación ciudadana en los 

procesos de selección contribuirá a mejorar la legitimidad democrática del Poder Judicial, 

fortaleciendo así la confianza pública en sus decisiones. 

Al ser un hecho inédito esta reforma constitucional al Poder Judicial de conformidad con el artículo 

69 y segundo transitorio del decreto establecen que:  

Artículo 69. La elección de las juezas y jueces, así como de magistradas y magistrados del 

Poder Judicial, será de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía el día que se 

realicen las elecciones ordinarias del año que corresponda conforme al siguiente 
procedimiento: 

I. El Congreso del Estado publicará la convocatoria para la integración del listado de 

candidaturas dentro de los treinta días naturales siguientes a la instalación del primer 

periodo ordinario de sesiones del año anterior al de la elección que corresponda, que 

contendrá las etapas completas del procedimiento, sus fechas y plazos 

improrrogables y los cargos a elegir. El Órgano de Administración Judicial hará del 

conocimiento del Congreso del Estado los cargos sujetos a elección, competencia 

territorial, especialización por materia y demás información que requiera. 

… 

… 

… 



 

IV. El órgano electoral efectuará los cómputos de la elección, publicará los resultados y 

entregará las constancias de mayoría a las candidaturas que obtengan el mayor 

número de votos, asignando los cargos alternadamente entre mujeres y hombre. 

También declarara la validez de la elección y enviará sus resultados al Tribunal 

Electoral del Estado, los cuales podrán ser impugnados, y el Tribunal competente 

deberá resolver las impugnaciones antes de que el Congreso del Estado instale el 

primer periodo ordinario de sesiones del año de la elección que corresponda, fecha 

en que las personas electas tomarán protesta de su encargo ante dicho órgano 

legislativo. 

… 

… 

VII. El Instituto Electoral de Michoacán emitirá los acuerdos necesarios para el debido 

cumplimiento de la elección en los términos antes señalados. 

TRANSITORIOS 

 SEGUNDO. - El Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 dará inicio el día de la entrada 

en vigor del presente Decreto. La etapa de preparación de la elección extraordinaria iniciará 

con la primera sesión que celebre el Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán 

dentro de los siete días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto. 

… 

… 

… 

… 

… 

El Congreso del Estado tendrá un plazo de treinta días naturales posteriores a la entrada 

en vigor del presente Decreto para emitir la convocatoria para integrar los listados de las 



 

personas candidatas que participen en la elección extraordinaria para renovar los cargos 

del Poder Judicial del Estado, conforme al procedimiento previsto en el artículo 69 de este 

Decreto. En este caso, el Consejo del Poder Judicial del Estado hará del conocimiento del 

Congreso del Estado la totalidad de los cargos de magistradas, magistrados, juezas y 

jueces, indicando su circuito, distrito o región judicial, especialización por materia, género, 

vacancias, renuncias y retiros programados y la demás información que se le requiera.  

… 

… 

… 

… 

…. 

El Instituto Electoral de Michoacán efectuará los cómputos de la elección, publicará los 

resultados y entregará las constancias de mayoría a las candidaturas que obtengan el 

mayor número de votos, asignando los cargos alternadamente entre mujeres y hombres, 

iniciando por mujer. También declarará la validez de la elección que corresponda y enviará 

sus resultados al Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, que resolverán las 

impugnaciones a más tardar el 28 de agosto de 2025.” … 

Derivado de estas disposiciones es menester para esta  Septuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado actualizar y dotar de las atribuciones, elementos y procedimientos y 

necesarios a fin de que se fundamenten en su totalidad las actividades contenidas en las diversas 

etapas que este Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025, para renovar los cargos del Poder 

Judicial del Estado refiere, en el entendido de que todos los órganos electorales mencionados 

dentro de la reforma constitucional realizan actividades fundamentales dentro de este ejercicio 

electoral y de participación ciudadana. 

Ahora bien, esta iniciativa con carácter de dictamen propuesta por la Comisión de Asuntos 

Electorales y Participación Ciudadana indistintamente de homologar con respecto a la reforma 

constitucional al Poder Judicial aprobada, tiene como prioridad privilegiar en todo momento los 

derechos de las michoacanas y los michoacanos que participen en esta elección de personas 



 

juzgadores; así como salvaguardar los derechos político electorales de los candidatos, pues al ser 

el primer ejercicio electoral de este Poder Judicial en el Estado, las adecuaciones y precisiones a 

las normas adjetivas electorales serán fundamentales para lograr este objetivo. 

Es por lo que, con esta iniciativa con carácter de dictamen, se proponen las facultades, 

mecanismos, convocatorias, plazos y limitaciones que este ejercicio electoral debe de contener y 

en un tema macro y de alto impacto que a futuro debemos de contemplar son las posibles 

impugnaciones frente a la reforma constitucional en materia judicial, la cual se plantea bajo el cuadro 

comparativo siguiente: 

ARTÍCULO 1… 

I. La función de organizar las elecciones de los 
integrantes de los poderes Legislativo y Ejecutivo, así 
como de los ayuntamientos; 

II. a la V. … 

… 

ARTÍCULO 1… 

I. La función de organizar las elecciones de los 
integrantes de los poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, así como de los ayuntamientos; 

II. a la V. … 

… 

ARTÍCULO 3. Para los efectos de la norma electoral, se 
entenderá por: 

I. a la XIV. … 

XV. Urna electrónica: medio electrónico o cualquier otra 
tecnología de recepción del sufragio, en el cual el 
emitente del voto deposita o expresa su voluntad; y, 

XVI. La violencia política contra las mujeres en razón de 
género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, 
basada en elementos de género y ejercida dentro de la 
esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado 
limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 
derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, 
el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes 
a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la 
función pública, la toma de decisiones, la libertad de 
organización, así como el acceso y ejercicio a las 
prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 
candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en 
elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por 
su condición de mujer; le afecten 
desproporcionadamente o tengan un impacto 
diferenciado en ella. 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de 
violencia reconocidos en esta Ley y puede ser perpetrada 
indistintamente por agentes estatales, por superiores 
jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de 

ARTÍCULO 3… 

I. a la XIV. … 

XV. Urna electrónica: medio electrónico o cualquier otra 
tecnología de recepción del sufragio, en el cual el 
emitente del voto deposita o expresa su voluntad; 

XVI. La violencia política contra las mujeres en razón de 
género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, 
basada en elementos de género y ejercida dentro de la 
esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado 
limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 
derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, 
el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes 
a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la 
función pública, la toma de decisiones, la libertad de 
organización, así como el acceso y ejercicio a las 
prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 
candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo; 

XVII. Poder Judicial: Poder Judicial del Estado de 
Michoacán de Ocampo; 

XVIII. Ley de Justicia: Ley de Justicia en Materia 
Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Michoacán de Ocampo; y, 

XIX. Ley General: Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral. 



 

partidos políticos, militantes, simpatizantes, 
precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos 
postulados por los partidos políticos o representantes de 
los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, 
por un particular o por un grupo de personas particulares. 

… 

… 

Sin correlativo LIBRO SÉPTIMO 

De la Integración del Poder Judicial del Estado de 
Michoacán de Ocampo 

TÍTULO PRIMERO 

De la Participación de la Ciudadanía en 

la Renovación del Poder Judicial 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones Generales 

ARTÍCULO 358. Las personas magistradas y juezas del 
Poder Judicial, serán electas por mayoría relativa y voto 
directo de la ciudadanía conforme a las bases, 
procedimientos, requisitos y periodos que establece la 
Constitución General, y leyes secundarias de la materia, 
la Constitución Local y este Código. 

La elección ordinaria de las personas juzgadoras se 
celebrará el primer domingo del mes de junio del año que 
corresponda de manera concurrente con los procesos 
electorales en que se renueve el Congreso. 

Los poderes del Estado, el Instituto y el Tribunal, en el 
ámbito de sus competencias, serán autoridades 
responsables para la emisión de la convocatoria, 
postulación de candidaturas, autoridad responsable de la 
organización de la elección, su jornada electoral, los 
cómputos, asignación de cargos, los resultados 
electorales y entrega de constancias y declaración de 
validez de la elección. 

ARTÍCULO 359. La elección de las personas magistradas 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán se llevará a cabo a nivel estatal. 

Las personas magistradas juezas en materias civil, 
familiar, mercantil o mixtos, serán electas por distrito 
judicial, dentro del ámbito territorial y competencial que al 
efecto determine el Órgano de  Administración Judicial. 

Las personas magistradas y juezas en materias penal y 
laboral serán electas por región judicial dentro del marco 
geográfico que al efecto determine el órgano de 
administración judicial. 

ARTÍCULO 360. En caso de ausencia de disposición 
expresa dentro de este Libro, se estará a lo que este 
Código señala.  



 

En ningún caso los medios de impugnación, 
constitucionales o legales, producirán efectos 
suspensivos sobre la resolución o el acto impugnado. 

TÍTULO SEGUNDO 

Del Proceso Electoral de las Personas Juzgadoras del 
Poder Judicial del Estado de Michoacán 

CAPÍTULO PRIMERO 

Reglas Generales 

ARTÍCULO 361. El proceso electoral de las personas 
juzgadoras es el conjunto de actos, ordenados por la 
Constitución General, la Constitución Local, la Ley 
General, y este Código, realizado por las autoridades 
electorales, los Poderes del Estado, así como la 
ciudadanía, que tiene por objeto la renovación periódica 
de las personas juzgadoras. 

ARTÍCULO 362. Para los efectos de este Código, el 
proceso de elección de las personas juzgadoras del 
Poder Judicial comprende las siguientes etapas: 

a)     Preparación de la elección; 

b)     Convocatoria y postulación de candidaturas; 

c)     Jornada electoral; 

d)     Cómputos y sumatoria; 

e)     Asignación de cargos; y, 

f)     La entrega de constancias de mayoría y 
declaración de validez de la elección. 

La etapa de Preparación de la elección inicia con la 
primera sesión que el Consejo General del Instituto 
celebre en los primeros siete días del mes de septiembre 
del año anterior a la elección, y concluye al iniciarse la 
Jornada electoral. 

La etapa de Convocatoria y postulación de candidaturas 
inicia con la publicación de la convocatoria general que 
emita el Congreso conforme a la fracción I del artículo 69 
de la Constitución Local, y concluye con la remisión por 
dicho órgano legislativo del listado de candidaturas al 
Instituto. 

La etapa de la Jornada electoral inicia a las 8:00 horas 
del primer domingo de junio del año que corresponda y 
concluye con el cómputo de los votos en casilla. 

La etapa de Cómputos y sumatoria inicia con la remisión 
de la documentación y los expedientes electorales a los 
consejos distritales o municipales, y concluye con la 
sumatoria de los cómputos de las elecciones la elección 
que realice el Consejo General del Instituto. 



 

La etapa de asignación de cargos inicia con la 
identificación por el Instituto de las candidaturas que 
hayan obtenido el mayor número de votos y la asignación 
de éstas en cada cargo, en función de su especialización 
por materia y alternando entre mujeres y hombres, 
iniciando con mujer cis género y concluye con la entrega 
por el Instituto de las constancias de mayoría a las 
candidaturas que resulten ganadoras y la emisión de la 
declaración de validez respectiva. 

La etapa de calificación y declaración de validez estará a 
cargo del Tribunal e inicia al resolverse el último de los 
medios de impugnación que se hubiesen interpuesto en 
contra de las elecciones respectivas o cuando se tenga 
constancia de que no se presentó ninguno, y concluye 
con la emisión al aprobar el Tribunal o la Sala Superior 
del Tribunal Electoral, el dictamen de validez de las 
elecciones que contenga el cómputo final de la elección. 

Atendiendo al principio de definitividad que rige la materia 
electoral, a la conclusión de cualquiera de sus etapas o 
de alguno de los actos o actividades trascendentes de los 
órganos electorales, la persona Secretaria Ejecutiva del 
Instituto titular de la Secretaría Ejecutiva del Instituto, 
difundirá su realización y conclusión por los medios que 
estime pertinentes. 

El Instituto habilitará a las personas candidatas un buzón 
electrónico a través del cual recibirán notificaciones 
personales de acuerdos y resoluciones emitidas por la 
autoridad electoral, en los términos de este Código, la Ley 
General, la Ley de Justicia, y la Ley General del Sistema. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

De la Convocatoria y Postulación de Candidaturas 

ARTÍCULO 363. El Congreso, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la instalación del primer periodo 
ordinario de sesiones del año anterior al de la elección 
que corresponda, emitirá la convocatoria general dirigida 
a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado 
de Michoacán para integrar el listado de candidaturas 
para la elección de las personas juzgadoras del Poder 
Judicial del Estado. 

La convocatoria general deberá observar las bases, 
procedimientos y requisitos que establece la Constitución 
General, la Constitución Local, la Ley General y este 
Código, y deberá contener lo siguiente: 

a)  Fundamentos constitucionales y legales 
aplicables; 

b)  Denominación de los cargos sujetos a elección, 
número de personas a elegir por tipo de cargo, periodo 
de ejercicio del cargo, así como la especialización por 
materia, distrito o región judiciales respectiva cuando 
resulte aplicable; 



 

c)  Requisitos para cada tipo de cargo, en los 
términos establecidos por la Constitución Local; 

d)  Ámbito territorial para el que se elegirán a las 
personas juzgadoras; 

e)  Etapas y fechas del proceso de elección de las 
personas juzgadoras, desde la etapa de postulación 
hasta la de calificación y declaración de validez; 

f)  Fechas y plazos que deberán observar los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial para la 
postulación de las personas candidatas, así como los 
procedimientos para la recepción de las candidaturas; y, 

g)  Fecha de cierre de la convocatoria, que se 
verificará una vez que concluya el plazo para la 
instalación de los Comités de Evaluación. 

La convocatoria general no podrá establecer requisitos 
adicionales a los establecidos por la Constitución 
General, la Constitución Local, la Ley General y este 
Código para la integración y funcionamiento de los 
Comités de Evaluación que establezcan los Poderes del 
Estado. 

Para la emisión de la convocatoria general, el Órgano de 
Administración Judicial comunicará oportunamente al 
Congreso los cargos sujetos a elección y el número de 
vacantes a cubrir, la especialización por materia, el 
distrito judicial o región judicial respectiva y demás 
información que se le requiera. De generarse vacantes no 
previstas en la convocatoria con fecha posterior a su 
publicación y previo al cierre de esta, el Órgano de 
Administración Judicial lo comunicará de inmediato al 
Congreso para su incorporación en la convocatoria 
respectiva. 

En caso de que el Órgano de Administración Judicial no 
remita oportunamente la información que requiera el 
Congreso para la elaboración de la convocatoria general, 
el órgano legislativo lo integrará con la información 
pública que disponga. 

ARTÍCULO 364. Es derecho de la ciudadanía participar 
en igualdad de condiciones en los procesos de 
evaluación y selección de candidaturas para todos los 
cargos de elección del Poder Judicial. Dichos procesos 
serán públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, 
accesibles y deberán garantizar la participación de todas 
las personas interesadas que cumplan con los requisitos, 
condiciones y términos que determine la Constitución 
General, la Constitución Local, la Ley General y este 
Código. 

Cada Poder del Estado instalará un Comité de Evaluación 
a través de los mecanismos que determinen dentro de los 
quince días naturales posteriores a la publicación de la 
convocatoria general que emita el Congreso. Los 
Comités emitirán las reglas para su funcionamiento. 
Podrán celebrar convenios con instituciones públicas que 
coadyuven con sus respectivos procesos y privilegiarán 



 

el uso de las tecnologías de la información para la 
recepción de solicitudes, evaluación y selección de 
postulaciones. Estarán conformados por tres personas de 
reconocido prestigio en la actividad jurídica, quienes 
deberán reunir al menos los siguientes requisitos, 
garantizando la paridad de género:   

a)  Contar con ciudadanía mexicana, en pleno goce 
de sus derechos civiles y políticos; 

b)  No haber sido condenada por delito alguno, 
salvo que hubiese sido de carácter no intencional o 
imprudencial; 

c)  Contar con título de licenciatura en derecho 
expedido legalmente, con antigüedad mínima de cinco 
años, y práctica profesional de por lo menos cinco años 
en el ejercicio de la actividad jurídica; y, 

d)  No desempeñar ni haber desempeñado cargo 
de dirección nacional o estatal en algún partido político en 
los últimos tres años anteriores a la designación. 

Los Comités de Evaluación deberán observar los criterios 
y lineamientos que al efecto emita el Comité Estatal de 
Evaluación, conforme lo dispone el artículo 69 de la 
Constitución Local. 

Los Comités publicarán dentro de los quince días 
naturales posteriores a su integración las convocatorias 
para participar en el proceso de evaluación y selección de 
postulaciones, que contendrán lo siguiente: 

a)  La información pertinente contenida en la 
convocatoria general que publique el Congreso; 

b)  Las etapas, fechas y plazos aplicables al 
proceso de inscripción, evaluación y selección de 
postulaciones por el Comité; 

c)  Los mecanismos, formatos y otros medios de 
contacto para inscribirse en la convocatoria, así como 
para el seguimiento del proceso; y, 

d)  La metodología de evaluación de idoneidad de 
las personas aspirantes para el desempeño de los cargos 
de elección que correspondan por cada cargo y materia 
de especialización, la cual incluirá, por lo menos, lo 
dispuesto en el presente artículo. 

Concluido el plazo para inscribirse en la convocatoria, los 
Comités integrarán la lista de las personas aspirantes que 
hayan concurrido a la convocatoria y reúnan los requisitos 
constitucionales de elegibilidad a través de la 
documentación que presenten, sin que puedan exigirse 
requisitos adicionales a los establecidos en la 
Constitución. 

Los Comités publicarán la lista de las personas que hayan 
cumplido con los requisitos constitucionales de 
elegibilidad. Las candidaturas que hayan sido 



 

rechazadas podrán impugnar esa decisión ante el 
Tribunal, la Sala Regional, o la Sala Superior según 
corresponda, dentro del plazo y conforme al 
procedimiento que determine la Ley y los acuerdos 
generales en la materia. Las impugnaciones serán 
resueltas dentro de un plazo que permita a las y los 
aspirantes participar en la evaluación de idoneidad en 
caso de que su impugnación resulte fundada. 

Acreditados los requisitos de las personas aspirantes, los 
Comités procederán a calificar su idoneidad para 
desempeñar el cargo. Para ello, podrán tomar en cuenta 
su perfil curricular, así como sus antecedentes 
profesionales y académicos, entre otros que determine 
cada Comité para valorar su honestidad y buena fama 
pública. Por último, los Comités realizarán entrevistas 
públicas a las personas aspirantes que califique más 
idóneas a efecto de evaluar sus conocimientos técnicos 
para el desempeño del cargo en cuestión y su 
competencia en el ejercicio de la actividad jurídica. 

La participación simultánea de una persona aspirante en 
dos o más convocatorias emitidas por otros Poderes del 
Estado por el mismo cargo y distrito judicial o región 
judicial no afectará el resultado de la evaluación. 

Los Comités de Evaluación integrarán un listado de las 
diez personas mejor evaluadas para cada cargo en los 
casos de Magistradas y Magistrados del Supremo 
Tribunal de Justicia y del Tribunal de Disciplina Judicial 
de las seis personas mejor evaluadas para cada cargo en 
los casos de Juezas y Jueces, publicarán dicho listado en 
los estrados que para tal efecto habiliten. 

Los Comités depurarán dicho listado mediante 
insaculación pública para ajustarlo al número de 
postulaciones para cada cargo por cada Poder 
atendiendo a su especialidad por materia y observando 
la paridad de género, publicarán los resultados en los 
estrados habilitados y los remitirán a cada Poder para su 
aprobación en términos del artículo 69 de la Constitución 
Local y de conformidad con lo siguiente: 

a)  El Poder Ejecutivo, por conducto de la persona 
titular del Gobierno del Estado de Michoacán; 

b)  El Poder Legislativo, por conducto del pleno del 
Congreso, mediante votación calificada de dos tercios de 
sus integrantes presentes; y, 

c)  El Poder Judicial, por conducto del pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, por votación 
favorable de dos tercios de sus integrantes presentes. 

Los listados aprobados en términos del párrafo anterior 
por los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial serán 
remitidos al Congreso a más tardar el primer día del mes 
de febrero del año de la elección que corresponda, en los 
términos establecidos en la convocatoria general, 
acompañados de los expedientes que acrediten la 
elegibilidad e idoneidad de las personas postuladas. Las 
autoridades que no remitan postulaciones al término del 



 

plazo previsto en la convocatoria respectiva estarán 
impedidas para hacerlo posteriormente. 

ARTÍCULO 365. El Congreso integrará los listados y 
expedientes de las personas postuladas por cada Poder 
del Estado conforme al tipo de elección e incorporará a 
dichos listados a las personas juzgadoras que estén en 
funciones en los cargos a elegir, exceptuando a aquellas 
que hayan manifestado ante el órgano legislativo la 
declinación de su candidatura dentro de los treinta días 
posteriores a la publicación de la convocatoria general, y 
a quienes hayan sido postuladas para un cargo o circuito 
distrito o región judicial diverso al que ocupen. 

Las personas juzgadoras en funciones en los cargos a 
elegir que pretendan contender para un cargo o distrito 
judicial diverso deberán informarlo al Congreso dentro de 
los treinta días posteriores a la publicación de la 
convocatoria general, a efectos de no ser incorporadas 
en los listados de candidaturas.  

El Congreso cancelará las candidaturas de las personas 
servidoras públicas que omitan informar lo anterior y sean 
postuladas por alguno de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial para un cargo o distrito judicial 
diverso al que ocupen. 

El Congreso estará impedido para pronunciarse sobre la 
elegibilidad o idoneidad de las postulaciones que les sean 
remitidas y se limitará a integrar, y remitir los listados, y 
sus expedientes digitales, así como las versiones 
públicas al Instituto, a más tardar el 12 de febrero del año 
de la elección que corresponda, a efecto de que organice 
el proceso electivo. 

ARTÍCULO 366. En caso de fallecimiento, incapacidad, 
inhabilitación o declinación de alguna de las personas 
postuladas, el Poder Estatal postulante podrá solicitar al 
Congreso su sustitución antes del inicio de la impresión 
de las boletas electorales, observando el procedimiento 
de insaculación pública sobre el listado de las personas 
finalistas que no fueron seleccionadas para la 
candidatura del cargo que se trate. 

CAPÍTULO TERCERO 

De la Organización de la Elección 

ARTÍCULO 367. El Instituto en el ámbito de las 
atribuciones conferidas es la autoridad responsable de la 
organización, desarrollo y cómputo de la elección de 
personas juzgadoras. En el cumplimiento de sus 
atribuciones, garantizará la observancia de los principios 
de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 
máxima publicidad y objetividad, así como la paridad de 
género. 

La etapa de preparación de la elección correspondiente 
iniciará con la primera sesión que el Consejo General del 
Instituto celebre en los primeros siete días del mes de 
septiembre del año anterior a la elección. 



 

ARTÍCULO 368. Corresponde al Consejo General del 
Instituto: 

I.  Aprobar el modelo de la boleta, documentación 
y materiales electorales, en términos de lo previsto en 
este Código; 

II.  Aprobar los lineamientos o acuerdos necesarios 
para llevar a cabo la organización, desarrollo y cómputo 
de la elección; 

III.  Emitir las medidas de racionalidad, austeridad y 
disciplina presupuestal aplicables al proceso de 
organización de la elección; 

IV.  Llevar a cabo la elección a nivel estatal, por 
distrito judicial o región judicial, de conformidad con el 
ámbito territorial que determine el Órgano de 
Administración Judicial; 

V.  Realizar los cómputos de la elección; 

VI.  Organizar y desarrollar, en su caso, foros de 
debate entre las personas candidatas y establecer las 
bases para que las instituciones del sector público, 
privado o social puedan brindar dichos espacios de 
manera gratuita, vigilando su adecuado desarrollo y la 
participación de las personas candidatas que lo deseen 
en condiciones de equidad; 

VII.  Vigilar que ninguna persona candidata reciba 
financiamiento público o privado en sus campañas y de 
ser el caso le dé vista a la autoridad competente; 

VIII. Determinar los topes máximos de gastos personales 
de campaña aplicables para cada candidatura y 
establecer las reglas de fiscalización y formatos para 
comprobar dicha información; 

IX. Garantizar que ninguna persona candidata contrate 
por sí o por interpósita persona espacios en radio y 
televisión, Internet o cualquier otro medio de 
comunicación para promocionar sus candidaturas; 

X. Supervisar que ningún partido político o persona 
servidora pública realice actos de proselitismo o 
posicionamientos a favor o en contra de candidatura 
alguna; 

XI. Garantizar la equidad en el desarrollo de las 
campañas entre las personas candidatas; 

XII. Emitir los acuerdos necesarios para coadyuvar en la 
difusión equitativa de las propuestas de personas 
candidatas y promover la participación ciudadana en el 
proceso electivo; 

XIII. Realizar los ajustes necesarios para garantizar la 
paridad de género en la asignación; y, 



 

XIV.  Dictar los acuerdos necesarios para hacer 
efectivas las atribuciones establecidas en este Código y 
las demás que establezcan las leyes. 

El Consejo General del Instituto no podrá suspender o 
interrumpir los procesos o actividades relacionadas con 
la organización, desarrollo y cómputo de la elección de 
personas juzgadoras. 

Sección Primera 

De la Propaganda 

ARTÍCULO 369. Durante el tiempo que comprendan las 
campañas electorales, las personas candidatas a cargos 
de elección del Poder Judicial podrán difundir su 
trayectoria profesional, méritos y visiones acerca de la 
función jurisdiccional y la impartición de justicia, así como 
propuestas de mejora o cualquier otra manifestación 
amparada bajo el derecho al ejercicio de la libertad de 
expresión, siempre que no excedan o contravengan los 
parámetros constitucionales y legales aplicables. 

Se entiende por propaganda al conjunto de escritos, 
publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y 
expresiones que difundan las personas candidatas 
durante el periodo de campaña con el objeto de dar a 
conocer a la ciudadanía su trayectoria profesional, 
méritos y visiones acerca de la función jurisdiccional y la 
impartición de justicia, así como propuestas de mejora o 
cualquier otra manifestación amparada por la libertad de 
expresión. 

ARTÍCULO 370. Los partidos políticos y las personas 
servidoras públicas no podrán realizar ningún acto de 
proselitismo o manifestarse públicamente a favor o en 
contra de candidatura alguna. Queda prohibido el uso de 
recursos públicos para fines de promoción y propaganda 
relacionados con los procesos de elección de personas 
integrantes del Poder Judicial, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 69 de la Constitución Local. 

Las personas juzgadoras en funciones que sean 
candidatas a un cargo de elección deberán actuar con 
imparcialidad, objetividad y profesionalismo en los 
asuntos que conozcan, por lo que deberán abstenerse de 
utilizar los recursos materiales, humanos y financieros a 
su cargo con fines electorales. 

ARTÍCULO 371. Queda estrictamente prohibida la 
entrega de cualquier tipo de dádiva o material en el que 
se oferte o entregue algún beneficio directo, indirecto, 
mediato o inmediato, en especie o efectivo, a través de 
cualquier sistema que implique la entrega de un bien o 
servicio, ya sea por sí o interpósita persona. Dichas 
conductas serán sancionadas de conformidad con este 
Código y se presumirá como indicio de presión al 
electorado para obtener su voto. 

ARTÍCULO 372. La difusión de propaganda electoral sólo 
será impresa en papel, la cual deberá ser reciclable, 
fabricada con materiales biodegradables que no 



 

contengan sustancias tóxicas o nocivas para la salud o el 
medio ambiente, atendiendo el periodo legal de las 
campañas y deberá suspenderse o retirarse tres días 
antes de la jornada electoral. 

ARTÍCULO 373. Queda prohibida la contratación por sí o 
por interpósita persona de tiempos de radio y televisión 
para fines de promoción de las personas candidatas, así 
como de espacios publicitarios y de promoción personal 
en medios de comunicación impresos o digitales. 

Las personas candidatas podrán hacer uso de redes 
sociales o medios digitales para promocionar sus 
candidaturas, siempre y cuando no impliquen 
erogaciones para potenciar o amplificar sus contenidos. 

Sección Segunda 

Encuestas y Sondeos de Opinión 

ARTÍCULO 374. El Instituto aplicará las reglas, 
lineamientos y criterios aprobados por el Consejo 
General del Instituto Nacional para que las personas 
físicas o morales realicen encuestas o sondeos de 
opinión en el marco del proceso de elección de personas 
juzgadoras locales. 

Durante los tres días previos a la elección y hasta la hora 
de cierre de las casillas, queda estrictamente prohibido 
publicar, difundir o dar a conocer por cualquier medio de 
comunicación, los resultados de las encuestas o sondeos 
de opinión, que tengan como fin dar a conocer las 
preferencias electorales. 

Las personas físicas o morales que difundan encuestas o 
sondeos de opinión deberán presentar al Instituto un 
informe sobre los recursos aplicados en su realización en 
los términos que disponga la autoridad electoral 
correspondiente. 

Queda prohibida la contratación, por parte de personas 
candidatas y de los partidos políticos, por sí o por 
interpósita persona, de personas físicas o morales que 
realicen y difundan encuestas o sondeos de opinión. 

La metodología, costos, personas responsables y 
resultados de las encuestas o sondeos serán difundidas 
por el Instituto en su página de Internet. 

Sección Tercera 

De la Elección por Distritos Judiciales y Regiones 
Judiciales 

ARTÍCULO 375. En el mes de agosto del año previo al de 
la elección, el Órgano de Administración Judicial remitirá 
al Instituto la división del territorio estatal por distrito 
judicial o región judicial, indicando el municipio o 
municipios que abarcan, así como el número y materia de 
los juzgados civiles y familiares de primera instancia que 
tengan residencia en cada distrito judicial, y la sede de las 



 

regiones judiciales en materias penal de primera 
instancia y en materias penal y civil de segunda instancia. 
En caso de que el Órgano de Administración Judicial no 
remita dicha información, el Instituto determinará lo 
conducente con la información pública que disponga. 

La Junta Estatal Ejecutiva, con base en la información 
remitida por el órgano de administración judicial, 
elaborará un plan de coordinación en materia de 
organización electoral, en el cual indicará los órganos 
locales y distritales del Instituto que coadyuvarán en la 
organización de la elección, así como en la respectiva 
etapa de cómputos de las elecciones. 

El Consejo General del Instituto aprobará el plan de 
coordinación y llevará a cabo la instalación de los 
consejos distritales y municipales estrictamente 
indispensables para la realización de la elección que 
corresponda.  

ARTÍCULO 376. El Instituto instalará los consejos 
distritales y municipales a que hacen referencia los 
artículos 65 a 70 de la Ley General, que coadyuvarán con 
el Instituto Nacional en la elección de personas 
magistradas y juezas del Poder Judicial Federal. 

El Instituto Nacional instalará los consejos distritales a 
que hacen referencia los artículos 76 a 80 de la Ley 
General, que coadyuvarán con los consejos locales en la 
organización y cómputo de la elección de personas 
magistradas y juezas del Poder Judicial Federal.  

El Instituto deberá coadyuvar con el Instituto Nacional, en 
los términos que determine el Consejo General, en la 
organización y cómputo de la elección de personas 
magistradas de los Tribunales Colegiados de Circuito y 
Tribunales Colegiados de Apelación, así como juezas de 
Juzgados de Distrito, teniendo las mismas atribuciones a 
que se refiere la Ley General. 

Sección Cuarta 

De las Mesas Directivas de Casilla 

ARTÍCULO 377. La integración, ubicación y designación 
de las personas integrantes de las mesas directivas de 
casillas para la recepción de la votación, así como la 
capacitación de las personas funcionarias de casilla, será 
realizada por el Instituto Nacional en los términos 
dispuestos en la Ley General y en los acuerdos que emita 
su Consejo General. 

Sección Quinta 

De las Boletas y Materiales Electorales 

ARTÍCULO 378. Para la emisión del voto el Consejo 
General del Instituto, de conformidad con los criterios 
establecidos por el Instituto Nacional, aprobará el modelo 
de las boletas electorales, la documentación del proceso 
de elección de las personas integrantes del Poder Judicial 



 

y los materiales que serán utilizados en la Jornada 
electoral y cómputos. 

El Instituto será responsable de la producción y 
distribución de la documentación y materiales electorales 
que se emplearán en el proceso de elección. 

No habrá modificación a las boletas en caso de 
sustitución de una o más candidaturas, si éstas ya 
estuvieran impresas. 

ARTÍCULO 379. Por cada tipo de elección se empleará 
una sola boleta que contendrá la siguiente información 
general: 

a)  Cargo para el que se postula la persona 
candidata; 

b)  Distrito judicial o región judicial, según el caso; 

c)  Primer apellido, segundo apellido y nombre 
completo de las personas candidatas, numerados y 
distribuidos por orden alfabético y progresivo, 
distinguiendo la autoridad postulante y las candidaturas 
de las personas juzgadoras que estén en funciones en los 
cargos a renovar. Las boletas podrán incluir, además, el 
sobrenombre con el que se conoce públicamente a las 
personas candidatas; 

d)  Firmas impresas de las personas titulares de la 
Presidencia del Consejo General y de la Secretaría 
Ejecutiva del Instituto; y, 

e)  Especialidad por materia a la que se postula 
cada persona candidata. 

Las boletas estarán adheridas a un talón con folio, del 
cual serán desprendibles. La información que contenga el 
talón corresponderá a la entidad federativa, en su caso, 
región, judicial, y/o distrito judicial. El número de folio será 
progresivo. 

Sección Sexta 

De la Observación Electoral 

ARTÍCULO 380. La ciudadanía podrá ejercitar sus 
derechos como persona observadora electoral en 
términos de lo dispuesto en la Ley General, este Código 
y conforme a los acuerdos que al efecto emita el Consejo 
General del Instituto. 

Las personas observadoras acreditadas deberán 
conducirse conforme a los principios de imparcialidad, 
objetividad, certeza y legalidad. Podrán participar como 
personas observadoras las personas físicas o 
agrupaciones acreditadas ante el Instituto, con excepción 
de aquellas personas que sean representantes o 
militantes de partidos políticos. 



 

Sección Séptima 

Del Acceso a los Tiempos en Radio y Televisión 

ARTÍCULO 381. Durante el lapso legal de campaña, el 
Instituto Nacional será la autoridad que administrará y 
gestionará el acceso a los tiempos del Estado que 
correspondan a radio y televisión. 

Los monitoreos y mecanismos para verificar el 
cumplimiento de los tiempos de radio y televisión estarán 
a cargo del Instituto Nacional. 

ARTÍCULO 382. El Instituto observará que los contenidos 
de los promocionales de radio y televisión se ajusten a los 
formatos y parámetros que establezca el Instituto 
Nacional, promoviendo la consulta de los perfiles de las 
personas candidatas a través de las plataformas digitales 
habilitadas para tal efecto. 

El Instituto pondrá a disposición de las personas 
candidatas espacios digitales para difundir mensajes en 
redes sociales o Internet. 

Sección Octava 

De las Campañas Electorales 

ARTÍCULO 383. La campaña electoral, para los efectos 
de este Libro, es el conjunto de actividades llevadas a 
cabo por las personas candidatas a juzgadoras para la 
obtención del voto por parte de la ciudadanía. 

Se entiende por actos de campaña las actividades que 
realicen las personas candidatas dirigidas al electorado 
para promover sus candidaturas, sujetas a las reglas de 
propaganda y a los límites dispuestos por la Constitución 
y este Código. 

ARTÍCULO 384. Las personas candidatas podrán 
participar durante el periodo de campañas en entrevistas 
de carácter noticioso y foros de debate organizados y 
brindados gratuitamente por el sector público, privado o 
social en condiciones de equidad, observando al efecto 
las directrices y acuerdos que al efecto emita el Consejo 
General del Instituto en observancia a lo dispuesto en 
este Código. 

ARTÍCULO 385. Las campañas electorales para la 
promoción de las candidaturas establecidas en este Libro 
tendrán una duración de cuarenta y cinco días 
improrrogables. 

ARTÍCULO 386. Las personas candidatas podrán erogar 
recursos con la finalidad de cubrir gastos personales, 
viáticos y traslados dentro del ámbito territorial que 
corresponda a su candidatura dentro de los periodos de 
campaña respectivos. 

Los topes de gastos personales, por cada persona 
candidata, serán determinados por el Consejo General 



 

del Instituto en función del tipo de elección que se trate y 
no podrán ser superiores al límite de aportaciones 
individuales que pueden realizar las personas candidatas 
independientes a diputaciones. 

Queda prohibido que las personas candidatas, por sí o 
interpósita persona, hagan erogaciones de recursos 
públicos o privados para promocionar sus candidaturas. 

Sección Novena 

De las Actividades en Materia Registral y del Listado 
Nominal 

ARTÍCULO 387. Durante la Jornada electoral se utilizará 
el Listado Nominal de Electores de forma física o digital, 
conforme lo determine el Consejo General del Instituto 
Nacional. 

ARTÍCULO 388. El Consejo General del Instituto 
Nacional deberá aprobar, a más tardar en el mes de 
diciembre del año previo al de la elección, los plazos y 
términos para el uso de la Lista Nominal de Electores. 

El corte definitivo del estadístico del Listado Nominal 
aprobado por el Consejo General del Instituto Nacional, 
será el 15 de febrero del año de la elección. Dicho 
estadístico será el insumo para el procedimiento de 
integración y determinación del número de mesas 
directivas de casilla a emplearse en la elección. La 
aprobación del listado y su verificación se realizará bajo 
los procedimientos y disposiciones contenidas en esta 
Ley y en los acuerdos que se emitan sobre el particular. 

Sección Décima 

De las Actividades del Instituto para la Promoción de la 
Participación Ciudadana 

ARTÍCULO 389. El Consejo General del Instituto 
aprobará la metodología para la difusión y promoción de 
la participación ciudadana en el proceso de elección, 
privilegiando el uso de las tecnologías de la información 
y observando al efecto los principios de austeridad, 
eficacia y eficiencia del gasto público. 

La metodología deberá ser imparcial, objetiva y con fines 
informativos, y contemplará por lo menos la creación de 
un micrositio en la página de Internet oficial del Instituto 
para informar a la ciudadanía sobre el proceso electivo y 
dar a conocer las candidaturas registradas. 

El micrositio que se determine tendrá por objeto difundir 
la identidad, perfil e información curricular de las 
personas candidatas, incluyendo la versión pública de los 
expedientes que acrediten su elegibilidad e idoneidad 
para el cargo que se trate, así como información relativa 
al proceso electivo, ajustándose al menos a lo siguiente: 

a)  No será un medio de propaganda política; 



 

b)  Proporcionará a la ciudadanía información 
suficiente y relevante relacionada con el proceso electivo, 
e incluirá como mínimo el perfil personal, fotografía, 
medios de contacto público, trayectoria académica e 
historial profesional y laboral de cada candidatura; 

c)  Incorporará las visiones de las personas 
candidatas acerca de la función jurisdiccional y la 
impartición de justicia, así como sus propuestas de 
mejora; 

d)  La información de las candidaturas será 
proporcionada por las personas candidatas y autorizada 
por el Instituto, que deberá supervisar que se ajuste a 
este Código y los parámetros que al efecto determine el 
Consejo General; y, 

e)  La información deberá estar disponible de 
manera clara, completa y accesible a más tardar en la 
fecha de inicio del periodo de campañas y hasta el día de 
la Jornada electoral. 

Para efectos de las actividades que realice el Instituto 
para la promoción de la participación ciudadana en el 
proceso de elección, se privilegiará el uso de medios 
electrónicos, entre ellos, la página de Internet del 
Instituto, medios electrónicos o digitales institucionales y 
periódicos de mayor circulación y cobertura en la entidad 
que corresponda, entre otros. 

CAPÍTULO CUARTO 

De la Jornada Electoral 

ARTÍCULO 390. El Consejo General  del Instituto 
Nacional emitirá los lineamientos en materia de 
fiscalización que garanticen el cumplimiento de las reglas 
establecidas en este Libro. 

El Instituto Nacional podrá requerir a las personas 
candidatas la información necesaria para verificar la 
evolución de su situación patrimonial, incluyendo la de 
sus cónyuges, concubinas o concubinarios y 
dependientes económicos directos. Asimismo, podrá 
solicitar a las autoridades competentes, en los términos 
de las disposiciones aplicables, la información en materia 
fiscal, o la relacionada con operaciones de depósito, 
ahorro, administración o inversión de recursos 
monetarios, cuando de su declaración patrimonial y de 
intereses o de la revisión de la información en materia de 
fiscalización que proporcione, se adviertan movimientos 
inusuales o elementos que no justifiquen la procedencia 
lícita de los bienes o recursos reportados. 

En el cumplimiento de sus atribuciones, el Consejo 
General no estará limitado por los secretos bancario, 
fiduciario y fiscal. La Unidad Técnica de Fiscalización del 
Instituto Nacional será el conducto para superar la 
limitación referida, incluso en el caso de que delegue esta 
función. 



 

ARTÍCULO 391. La Jornada electoral se desarrollará en 
los términos establecidos en la Ley General y este 
Código, debiéndose llenar al efecto la documentación 
que apruebe el Consejo General del Instituto por parte de 
las personas funcionarias de las mesas directivas de 
casilla, conforme a la estrategia de integración 
determinada por el Instituto Nacional. 

ARTÍCULO 392. El Instituto Nacional emitirá los 
lineamientos correspondientes para regular esta 
disposición. 

ARTÍCULO 393. Para determinar la validez o nulidad de 
los votos, se observarán las reglas siguientes: 

a)  Se contará un voto válido por la marca o asiento que 
realice la persona votante en un recuadro de una misma 
boleta en favor de una candidatura claramente 
identificable, con independencia de que puedan emitirse 
dos o más votos por diversas candidaturas contenidas en 
una misma boleta; 

b) El Instituto determinará la cantidad de votos válidos 
que pueda emitir cada persona votante en una misma 
boleta, en función del tipo de elección y el número de 
candidaturas a elegir; y, 

c) Se contará como nulo cualquier voto depositado en la 
urna sin haber marcado o asentado alguna opción, o se 
realice de tal forma que no permita identificar el sentido 
de un voto. 

ARTÍCULO 394. El escrutinio y cómputo de las 
votaciones en casilla  para los cargos de elección de las 
personas del Poder Judicial se realizará a la conclusión 
de los escrutinios y cómputos de la gubernatura, las 
diputaciones locales y los ayuntamientos, en el orden 
siguiente: 

a)  Personas magistradas integrantes del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado; 

b)  Personas magistradas integrantes del Tribunal 
de Disciplina Judicial;  

c)  Personas juezas integrantes de los Juzgados de 
Primera Instancia; y,  

d)  Personas juezas integrantes de los Juzgados 
menores. 

CAPÍTULO QUINTO 

De los Cómputos y Sumatoria 

ARTÍCULO 395. Los consejos distritales y municipales, 
respectivamente, realizarán el cómputo de las boletas o 
las actas que contengan las votaciones de las elecciones 
de personas juzgadoras, a partir de la llegada del primer 
paquete y concluirá hasta que se reciba y compute el 



 

último paquete. El Consejo General del Instituto emitirá 
los lineamientos que regulen esta etapa. 

ARTÍCULO 396. Concluidos los cómputos de cada 
elección, el consejo correspondiente distrital o municipal 
emitirá a cada candidatura ganadora una Constancia de 
Mayoría. 

Una vez que se hayan computado la totalidad de las 
elecciones por parte de los consejos distritales,  y 
municipales, se remitirán al Consejo General del Instituto 
para que proceda a realizar el cómputo de la sumatoria 
por tipo de las elecciones. 

CAPÍTULO SEXTO 

De la Asignación de las Personas Juzgadoras de los 
Cargos que se Eligen a Nivel Estatal. 

ARTÍCULO 397. Una vez que el Consejo General del 
Instituto realice la sumatoria final, procederá a asignar los 
cargos por materia de especialización entre las 
candidaturas que hayan obtenido el mayor número de 
votos, observando la paridad de género, entre mujeres y 
hombres e iniciando con mujeres cis género y publicará 
los resultados de la elección. 

El Instituto hará entrega de las constancias de mayoría a 
las candidaturas que resulten ganadoras y emitirá la 
declaración de validez respectiva. 

Emitida la declaración de validez de la elección, el 
Instituto comunicará los resultados al Tribunal. 

El resguardo de los paquetes electorales se realizará 
conforme a lo dispuesto en este Código. 

ARTÍCULO 398.  El Tribunal o en su caso, la Sala 
Regional o Superior del Tribunal Electoral, resolverán las 
impugnaciones que se hayan presentado contra las 
constancias de mayoría y declaración de validez, tres 
días antes de que el Congreso instale el primer periodo 
ordinario de sesiones del año de la elección que 
corresponda. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

Entrega de Constancias de Mayoría y  Declaración de 
Validez de la Elección 

ARTÍCULO 399. Las personas juzgadoras locales electas 
deberán tomar protesta ante el Congreso el día en que se 
instale el primer periodo ordinario de sesiones del año de 
la elección que corresponda. 

Finalmente la presente iniciativa con carácter de dictamen representa un paso fundamental para 

armonizar y poder articular la reforma constitucional al Poder Judicial y materializar este Proceso 

Electoral Extraordinario 2024-2025 para renovar los cargos del Poder Judicial del Estado pues 



 

no pasa por desapercibido que los plazo y términos establecidos en los artículos transitorios son 

demasiado próximos y este Congreso del Estado debe de realizar las reformas y adiciones 

necesarias a este Código Electoral del Estado de Michoacán de Ocampo para cumplir 

cabalmente con esta reforma constitucional mandatada, por ello esta Comisión de Asuntos 

Electorales y Participación Ciudadana propone al Honorable Congreso del Estado el siguiente 

proyecto de: 

DECRETO: 

ÚNICO. Se reforman los artículos 1, fracción I, y 3; y se adiciona el LIBRO SÉPTIMO De la 

Integración del Poder Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo; el TÍTULO PRIMERO De la 

Participación de la Ciudadanía en la Renovación del Poder Judicial, al LIBRO SÉPTIMO; el 

CAPÍTULO ÚNICO Disposiciones Generales, al TÍTULO PRIMERO; los artículos 358, 359 y 360, al 

CAPÍTULO ÚNICO; el TÍTULO SEGUNDO Del Proceso Electoral de las Personas Juzgadoras del 

Poder Judicial del Estado de Michoacán, al LIBRO SÉPTIMO; el CAPÍTULO PRIMERO Reglas 

Generales, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 361 y 362, al CAPÍTULO PRIMERO; el CAPÍTULO 

SEGUNDO De la Convocatoria y Postulación de Candidaturas, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 

363, 364, 365 y 366, al CAPÍTULO SEGUNDO; el CAPÍTULO TERCERO De la Organización de la 

Elección, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 367 y 368, al CAPÍTULO TERCERO; la Sección 

Primera de la Propaganda, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 369, 370, 371, 372, 373, a la 

Sección Primera; la Sección Segunda Encuestas y Sondeos de Opinión, al CAPÍTULO TERCERO; 

el artículos 374, a la Sección Segunda; la Sección Tercera de la Elección por Distritos Judiciales y 

Regiones Judiciales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 375 y 376, a la Sección Tercera; la 

Sección Cuarta de las Mesas Directivas de Casilla, al CAPÍTULO TERCERO; el artículo 377, a la 

Sección Cuarta; la Sección Quinta de las Boletas y Materiales Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; 

los artículos 378 y 379, a la Sección Quinta; la Sección Sexta de la Observación Electoral, al 

CAPÍTULO TERCERO; el artículo 380, a la Sección Sexta; la Sección Séptima Del Acceso a los 

Tiempos en Radio y Televisión, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 381 y 382, a la Sección 

Séptima; la Sección Octava De las Campañas Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 

383, 384, 385 y 386, a la Sección Octava; la Sección Novena De las Actividades en Materia Registral 

y del Listado Nominal, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 387 y 388, a la Sección Novena; la 

Sección Décima De las Actividades del Instituto para la Promoción de la Participación Ciudadana, 

al CAPÍTULO TERCERO; el artículo 389, a la Sección Décima; el CAPÍTULO CUARTO De la 



 

Jornada Electoral, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 390, 391, 392, 393 y 394, al CAPÍTULO 

CUARTO; el CAPÍTULO QUINTO De los Cómputos y Sumatoria, al TÍTULO SEGUNDO; los 

artículos 395 y 396, al CAPÍTULO QUINTO; el CAPÍTULO SEXTO De la Asignación de las Personas 

Juzgadoras de los Cargos que se Eligen a Nivel Estatal, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 397 y 

398, al CAPÍTULO SEXTO; el CAPÍTULO SÉPTIMO Entrega de Constancias de Mayoría y  

Declaración de Validez de la Elección, al TÍTULO SEGUNDO; y el artículo 399, al CAPÍTULO 

SÉPTIMO; todas las disposiciones del Código Electoral del Estado de Michoacán de Ocampo, para 

quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1… 

I. La función de organizar las elecciones de los integrantes de los poderes Legislativo, Ejecutivo y 

Judicial, así como de los ayuntamientos; 

II. a la V. … 

… 

ARTÍCULO 3… 

I. a la XIV. … 

XV. Urna electrónica: medio electrónico o cualquier otra tecnología de recepción del sufragio, en el 

cual el emitente del voto deposita o expresa su voluntad; 

XVI. La violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, incluida 

la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que 

tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos 

políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 

decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose 

de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo; 

XVII. Poder Judicial: Poder Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo; 



 

XVIII. Ley de Justicia: Ley de Justicia en Materia Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Michoacán de Ocampo; y, 

XIX. Ley General: Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

… 

… 

LIBRO SÉPTIMO 

De la Integración del Poder Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo 

TÍTULO PRIMERO 

De la Participación de la Ciudadanía en 

la Renovación del Poder Judicial 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones Generales 

ARTÍCULO 358. Las personas magistradas y juezas del Poder Judicial, serán electas por mayoría 

relativa y voto directo de la ciudadanía conforme a las bases, procedimientos, requisitos y periodos 

que establece la Constitución General, y leyes secundarias de la materia, la Constitución Local y 

este Código. 

La elección ordinaria de las personas juzgadoras se celebrará el primer domingo del mes de junio 

del año que corresponda de manera concurrente con los procesos electorales en que se renueve el 

Congreso. 

Los poderes del Estado, el Instituto y el Tribunal, en el ámbito de sus competencias, serán 

autoridades responsables para la emisión de la convocatoria, postulación de candidaturas, autoridad 

responsable de la organización de la elección, su jornada electoral, los cómputos, asignación de 

cargos, los resultados electorales y entrega de constancias y declaración de validez de la elección. 



 

ARTÍCULO 359. La elección de las personas magistradas del Supremo Tribunal de Justicia del 

Estado de Michoacán se llevará a cabo a nivel estatal. 

Las personas magistradas juezas en materias civil, familiar, mercantil o mixtos, serán electas por 

distrito judicial, dentro del ámbito territorial y competencial que al efecto determine el Órgano de 

Administración Judicial. 

Las personas magistradas y juezas en materias penal y laboral serán electas por región judicial 

dentro del marco geográfico que al efecto determine el órgano de administración judicial. 

ARTÍCULO 360. En caso de ausencia de disposición expresa dentro de este Libro, se estará a lo 

que este Código señala.  

En ningún caso los medios de impugnación, constitucionales o legales, producirán efectos 

suspensivos sobre la resolución o el acto impugnado. 

TÍTULO SEGUNDO 

Del Proceso Electoral de las Personas Juzgadoras del Poder Judicial del Estado de Michoacán 

CAPÍTULO PRIMERO 

Reglas Generales 

ARTÍCULO 361. El proceso electoral de las personas juzgadoras es el conjunto de actos, ordenados 

por la Constitución General, la Constitución Local, la Ley General, y este Código, realizado por las 

autoridades electorales, los Poderes del Estado, así como la ciudadanía, que tiene por objeto la 

renovación periódica de las personas juzgadoras. 

ARTÍCULO 362. Para los efectos de este Código, el proceso de elección de las personas juzgadoras 

del Poder Judicial comprende las siguientes etapas: 

a) Preparación de la elección; 

b) Convocatoria y postulación de candidaturas; 



 

c) Jornada electoral; 

d) Cómputos y sumatoria; 

e) Asignación de cargos; y, 

f) La entrega de constancias de mayoría y declaración de validez de la elección. 

La etapa de Preparación de la elección inicia con la primera sesión que el Consejo General del 

Instituto celebre en los primeros siete días del mes de septiembre del año anterior a la elección, y 

concluye al iniciarse la Jornada electoral. 

La etapa de Convocatoria y postulación de candidaturas inicia con la publicación de la convocatoria 

general que emita el Congreso conforme a la fracción I del artículo 69 de la Constitución Local, y 

concluye con la remisión por dicho órgano legislativo del listado de candidaturas al Instituto. 

La etapa de la Jornada electoral inicia a las 8:00 horas del primer domingo de junio del año que 

corresponda y concluye con el cómputo de los votos en casilla. 

La etapa de Cómputos y sumatoria inicia con la remisión de la documentación y los expedientes 

electorales a los consejos distritales o municipales, y concluye con la sumatoria de los cómputos de 

las elecciones la elección que realice el Consejo General del Instituto. 

La etapa de asignación de cargos inicia con la identificación por el Instituto de las candidaturas que 

hayan obtenido el mayor número de votos y la asignación de éstas en cada cargo, en función de su 

especialización por materia y alternando entre mujeres y hombres, iniciando con mujer cis género y 

concluye con la entrega por el Instituto de las constancias de mayoría a las candidaturas que 

resulten ganadoras y la emisión de la declaración de validez respectiva. 

La etapa de calificación y declaración de validez estará a cargo del Tribunal e inicia al resolverse el 

último de los medios de impugnación que se hubiesen interpuesto en contra de las elecciones 

respectivas o cuando se tenga constancia de que no se presentó ninguno, y concluye con la emisión 

al aprobar el Tribunal o la Sala Superior del Tribunal Electoral, el dictamen de validez de las 

elecciones que contenga el cómputo final de la elección. 



 

Atendiendo al principio de definitividad que rige la materia electoral, a la conclusión de cualquiera 

de sus etapas o de alguno de los actos o actividades trascendentes de los órganos electorales, la 

persona Secretaria Ejecutiva del Instituto titular de la Secretaría Ejecutiva del Instituto, difundirá su 

realización y conclusión por los medios que estime pertinentes. 

El Instituto habilitará a las personas candidatas un buzón electrónico a través del cual recibirán 

notificaciones personales de acuerdos y resoluciones emitidas por la autoridad electoral, en los 

términos de este Código, la Ley General, la Ley de Justicia, y la Ley General del Sistema. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

De la Convocatoria y Postulación de Candidaturas 

ARTÍCULO 363. El Congreso, dentro de los treinta días naturales siguientes a la instalación del 

primer periodo ordinario de sesiones del año anterior al de la elección que corresponda, emitirá la 

convocatoria general dirigida a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado de Michoacán 

para integrar el listado de candidaturas para la elección de las personas juzgadoras del Poder 

Judicial del Estado. 

La convocatoria general deberá observar las bases, procedimientos y requisitos que establece la 

Constitución General, la Constitución Local, la Ley General y este Código, y deberá contener lo 

siguiente: 

a) Fundamentos constitucionales y legales aplicables; 

b) Denominación de los cargos sujetos a elección, número de personas a elegir por tipo de 

cargo, periodo de ejercicio del cargo, así como la especialización por materia, distrito judicial 

o región judicial respectiva cuando resulte aplicable; 

c) Requisitos para cada tipo de cargo, en los términos establecidos por la Constitución Local; 

d) Ámbito territorial para el que se elegirán a las personas juzgadoras; 

e) Etapas y fechas del proceso de elección de las personas juzgadoras, desde la etapa de 

postulación hasta la de calificación y declaración de validez; 



 

f) Fechas y plazos que deberán observar los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial para la 

postulación de las personas candidatas, así como los procedimientos para la recepción de 

las candidaturas; y, 

g) Fecha de cierre de la convocatoria, que se verificará una vez que concluya el plazo para la 

instalación de los Comités de Evaluación. 

La convocatoria general no podrá establecer requisitos adicionales a los establecidos por la 

Constitución General, la Constitución Local, la Ley General y este Código para la integración y 

funcionamiento de los Comités de Evaluación que establezcan los Poderes del Estado. 

Para la emisión de la convocatoria general, el Órgano de Administración Judicial comunicará 

oportunamente al Congreso los cargos sujetos a elección y el número de vacantes a cubrir, la 

especialización por materia, el distrito judicial o región judicial respectiva y demás información que 

se le requiera. De generarse vacantes no previstas en la convocatoria con fecha posterior a su 

publicación y previo al cierre de esta, el Órgano de Administración Judicial lo comunicará de 

inmediato al Congreso para su incorporación en la convocatoria respectiva. 

En caso de que el Órgano de Administración Judicial no remita oportunamente la información que 

requiera el Congreso para la elaboración de la convocatoria general, el órgano legislativo lo integrará 

con la información pública que disponga. 

ARTÍCULO 364. Es derecho de la ciudadanía participar en igualdad de condiciones en los procesos 

de evaluación y selección de candidaturas para todos los cargos de elección del Poder Judicial. 

Dichos procesos serán públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y deberán garantizar 

la participación de todas las personas interesadas que cumplan con los requisitos, condiciones y 

términos que determine la Constitución General, la Constitución Local, la Ley General y este Código. 

Cada Poder del Estado instalará un Comité de Evaluación a través de los mecanismos que 

determinen dentro de los quince días naturales posteriores a la publicación de la convocatoria 

general que emita el Congreso. Los Comités emitirán las reglas para su funcionamiento. Podrán 

celebrar convenios con instituciones públicas que coadyuven con sus respectivos procesos y 

privilegiarán el uso de las tecnologías de la información para la recepción de solicitudes, evaluación 

y selección de postulaciones. Estarán conformados por tres personas de reconocido prestigio en la 



 

actividad jurídica, quienes deberán reunir al menos los siguientes requisitos, garantizando la paridad 

de género:   

a) Contar con ciudadanía mexicana, en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; 

b) No haber sido condenada por delito alguno, salvo que hubiese sido de carácter no intencional 

o imprudencial; 

c) Contar con título de licenciatura en derecho expedido legalmente, con antigüedad mínima de 

cinco años, y práctica profesional de por lo menos cinco años en el ejercicio de la actividad 

jurídica; y, 

d) No desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional o estatal en algún partido 

político en los últimos tres años anteriores a la designación. 

Los Comités de Evaluación deberán observar los criterios y lineamientos que al efecto emita el 

Comité Estatal de Evaluación, conforme lo dispone el artículo 69 de la Constitución Local. 

Los Comités publicarán dentro de los quince días naturales posteriores a su integración las 

convocatorias para participar en el proceso de evaluación y selección de postulaciones, que 

contendrán lo siguiente: 

a) La información pertinente contenida en la convocatoria general que publique el Congreso; 

b) Las etapas, fechas y plazos aplicables al proceso de inscripción, evaluación y selección de 

postulaciones por el Comité; 

c) Los mecanismos, formatos y otros medios de contacto para inscribirse en la convocatoria, 

así como para el seguimiento del proceso; y, 

d) La metodología de evaluación de idoneidad de las personas aspirantes para el desempeño 

de los cargos de elección que correspondan por cada cargo y materia de especialización, la 

cual incluirá, por lo menos, lo dispuesto en el presente artículo. 

Concluido el plazo para inscribirse en la convocatoria, los Comités integrarán la lista de las personas 

aspirantes que hayan concurrido a la convocatoria y reúnan los requisitos constitucionales de 



 

elegibilidad a través de la documentación que presenten, sin que puedan exigirse requisitos 

adicionales a los establecidos en la Constitución. 

Los Comités publicarán la lista de las personas que hayan cumplido con los requisitos 

constitucionales de elegibilidad. Las candidaturas que hayan sido rechazadas podrán impugnar esa 

decisión ante el Tribunal, la Sala Regional, o la Sala Superior según corresponda, dentro del plazo 

y conforme al procedimiento que determine la Ley y los acuerdos generales en la materia. Las 

impugnaciones serán resueltas dentro de un plazo que permita a las y los aspirantes participar en 

la evaluación de idoneidad en caso de que su impugnación resulte fundada. 

Acreditados los requisitos de las personas aspirantes, los Comités procederán a calificar su 

idoneidad para desempeñar el cargo. Para ello, podrán tomar en cuenta su perfil curricular, así como 

sus antecedentes profesionales y académicos, entre otros que determine cada Comité para valorar 

su honestidad y buena fama pública. Por último, los Comités realizarán entrevistas públicas a las 

personas aspirantes que califique más idóneas a efecto de evaluar sus conocimientos técnicos para 

el desempeño del cargo en cuestión y su competencia en el ejercicio de la actividad jurídica. 

La participación simultánea de una persona aspirante en dos o más convocatorias emitidas por otros 

Poderes del Estado por el mismo cargo y distrito judicial o región judicial no afectará el resultado de 

la evaluación. 

Los Comités de Evaluación integrarán un listado de las diez personas mejor evaluadas para cada 

cargo en los casos de Magistradas y Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y del Tribunal 

de Disciplina Judicial de las seis personas mejor evaluadas para cada cargo en los casos de Juezas 

y Jueces, publicarán dicho listado en los estrados que para tal efecto habiliten. 

Los Comités depurarán dicho listado mediante insaculación pública para ajustarlo al número de 

postulaciones para cada cargo por cada Poder atendiendo a su especialidad por materia y 

observando la paridad de género, publicarán los resultados en los estrados habilitados y los 

remitirán a cada Poder para su aprobación en términos del artículo 69 de la Constitución Local y de 

conformidad con lo siguiente: 

a) El Poder Ejecutivo, por conducto de la persona titular del Gobierno del Estado de Michoacán; 



 

b) El Poder Legislativo, por conducto del pleno del Congreso, mediante votación calificada de 

dos tercios de sus integrantes presentes; y, 

c) El Poder Judicial, por conducto del pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, por 

votación favorable de dos tercios de sus integrantes presentes. 

Los listados aprobados en términos del párrafo anterior por los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial serán remitidos al Congreso a más tardar el primer día del mes de febrero del año de la 

elección que corresponda, en los términos establecidos en la convocatoria general, acompañados 

de los expedientes que acrediten la elegibilidad e idoneidad de las personas postuladas. Las 

autoridades que no remitan postulaciones al término del plazo previsto en la convocatoria respectiva 

estarán impedidas para hacerlo posteriormente. 

ARTÍCULO 365. El Congreso integrará los listados y expedientes de las personas postuladas por 

cada Poder del Estado conforme al tipo de elección e incorporará a dichos listados a las personas 

juzgadoras que estén en funciones en los cargos a elegir, exceptuando a aquellas que hayan 

manifestado ante el órgano legislativo la declinación de su candidatura dentro de los treinta días 

posteriores a la publicación de la convocatoria general, y a quienes hayan sido postuladas para un 

cargo o circuito distrito o región judicial diverso al que ocupen. 

Las personas juzgadoras en funciones en los cargos a elegir que pretendan contender para un cargo 

o distrito judicial diverso deberán informar al Congreso dentro de los treinta días posteriores a la 

publicación de la convocatoria general, a efectos de no ser incorporadas en los listados de 

candidaturas.  

El Congreso cancelará las candidaturas de las personas servidoras públicas que omitan informar lo 

anterior y sean postuladas por alguno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial para un cargo 

o distrito judicial diverso al que ocupen. 

El Congreso estará impedido para pronunciarse sobre la elegibilidad o idoneidad de las 

postulaciones que les sean remitidas y se limitará a integrar, y remitir los listados, y sus expedientes 

digitales, así como las versiones públicas al Instituto, a más tardar el 12 de febrero del año de la 

elección que corresponda, a efecto de que organice el proceso electivo. 



 

ARTÍCULO 366. En caso de fallecimiento, incapacidad, inhabilitación o declinación de alguna de las 

personas postuladas, el Poder Estatal postulante podrá solicitar al Congreso su sustitución antes 

del inicio de la impresión de las boletas electorales, observando el procedimiento de insaculación 

pública sobre el listado de las personas finalistas que no fueron seleccionadas para la candidatura 

del cargo que se trate. 

CAPÍTULO TERCERO 

De la Organización de la Elección 

ARTÍCULO 367. El Instituto en el ámbito de las atribuciones conferidas es la autoridad responsable 

de la organización, desarrollo y cómputo de la elección de personas juzgadoras. En el cumplimiento 

de sus atribuciones, garantizará la observancia de los principios de certeza, legalidad, 

independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad, así como la paridad de género. 

La etapa de preparación de la elección correspondiente iniciará con la primera sesión que el Consejo 

General del Instituto celebre en los primeros siete días del mes de septiembre del año anterior a la 

elección. 

ARTÍCULO 368. Corresponde al Consejo General del Instituto: 

I.  Aprobar el modelo de la boleta, documentación y materiales electorales, en términos de lo 

previsto en este Código; 

II.  Aprobar los lineamientos o acuerdos necesarios para llevar a cabo la organización, 

desarrollo y cómputo de la elección; 

III.  Emitir las medidas de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestal aplicables al proceso 

de organización de la elección; 

IV.  Llevar a cabo la elección a nivel estatal, por distrito judicial o región judicial, de conformidad 

con el ámbito territorial que determine el Órgano de Administración Judicial; 

V.  Realizar los cómputos de la elección; 



 

VI.  Organizar y desarrollar, en su caso, foros de debate entre las personas candidatas y 

establecer las bases para que las instituciones del sector público, privado o social puedan brindar 

dichos espacios de manera gratuita, vigilando su adecuado desarrollo y la participación de las 

personas candidatas que lo deseen en condiciones de equidad; 

VII.  Vigilar que ninguna persona candidata reciba financiamiento público o privado en sus 

campañas y de ser el caso le dé vista a la autoridad competente; 

VIII. Determinar los topes máximos de gastos personales de campaña aplicables para cada 

candidatura y establecer las reglas de fiscalización y formatos para comprobar dicha información; 

IX. Garantizar que ninguna persona candidata contrate por sí o por interpósita persona espacios en 

radio y televisión, Internet o cualquier otro medio de comunicación para promocionar sus 

candidaturas; 

X. Supervisar que ningún partido político o persona servidora pública realice actos de proselitismo 

o posicionamientos a favor o en contra de candidatura alguna; 

XI. Garantizar la equidad en el desarrollo de las campañas entre las personas candidatas; 

XII. Emitir los acuerdos necesarios para coadyuvar en la difusión equitativa de las propuestas de 

personas candidatas y promover la participación ciudadana en el proceso electivo; 

XIII. Realizar los ajustes necesarios para garantizar la paridad de género en la asignación; y, 

XIV.  Dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las atribuciones establecidas en este 

Código y las demás que establezcan las leyes. 

El Consejo General del Instituto no podrá suspender o interrumpir los procesos o actividades 

relacionadas con la organización, desarrollo y cómputo de la elección de personas juzgadoras. 

Sección Primera 

De la Propaganda 



 

ARTÍCULO 369. Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales, las personas 

candidatas a cargos de elección del Poder Judicial podrán difundir su trayectoria profesional, méritos 

y visiones acerca de la función jurisdiccional y la impartición de justicia, así como propuestas de 

mejora o cualquier otra manifestación amparada bajo el derecho al ejercicio de la libertad de 

expresión, siempre que no excedan o contravengan los parámetros constitucionales y legales 

aplicables. 

Se entiende por propaganda al conjunto de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, 

proyecciones y expresiones que difundan las personas candidatas durante el periodo de campaña 

con el objeto de dar a conocer a la ciudadanía su trayectoria profesional, méritos y visiones acerca 

de la función jurisdiccional y la impartición de justicia, así como propuestas de mejora o cualquier 

otra manifestación amparada por la libertad de expresión. 

ARTÍCULO 370. Los partidos políticos y las personas servidoras públicas no podrán realizar ningún 

acto de proselitismo o manifestarse públicamente a favor o en contra de candidatura alguna. Queda 

prohibido el uso de recursos públicos para fines de promoción y propaganda relacionados con los 

procesos de elección de personas integrantes del Poder Judicial, de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 69 de la Constitución Local. 

Las personas juzgadoras en funciones que sean candidatas a un cargo de elección deberán actuar 

con imparcialidad, objetividad y profesionalismo en los asuntos que conozcan, por lo que deberán 

abstenerse de utilizar los recursos materiales, humanos y financieros a su cargo con fines 

electorales. 

ARTÍCULO 371. Queda estrictamente prohibida la entrega de cualquier tipo de dádiva o material en 

el que se oferte o entregue algún beneficio directo, indirecto, mediato o inmediato, en especie o 

efectivo, a través de cualquier sistema que implique la entrega de un bien o servicio, ya sea por sí 

o interpósita persona. Dichas conductas serán sancionadas de conformidad con este Código y se 

presumirá como indicio de presión al electorado para obtener su voto. 

ARTÍCULO 372. La difusión de propaganda electoral sólo será impresa en papel, la cual deberá ser 

reciclable, fabricada con materiales biodegradables que no contengan sustancias tóxicas o nocivas 

para la salud o el medio ambiente, atendiendo el periodo legal de las campañas y deberá 

suspenderse o retirarse tres días antes de la jornada electoral. 



 

ARTÍCULO 373. Queda prohibida la contratación por sí o por interpósita persona de tiempos de 

radio y televisión para fines de promoción de las personas candidatas, así como de espacios 

publicitarios y de promoción personal en medios de comunicación impresos o digitales. 

Las personas candidatas podrán hacer uso de redes sociales o medios digitales para promocionar 

sus candidaturas, siempre y cuando no impliquen erogaciones para potenciar o amplificar sus 

contenidos. 

Sección Segunda 

Encuestas y Sondeos de Opinión 

ARTÍCULO 374. El Instituto aplicará las reglas, lineamientos y criterios aprobados por el Consejo 

General del Instituto Nacional para que las personas físicas o morales realicen encuestas o sondeos 

de opinión en el marco del proceso de elección de personas juzgadoras locales. 

Durante los tres días previos a la elección y hasta la hora de cierre de las casillas, queda 

estrictamente prohibido publicar, difundir o dar a conocer por cualquier medio de comunicación, los 

resultados de las encuestas o sondeos de opinión, que tengan como fin dar a conocer las 

preferencias electorales. 

Las personas físicas o morales que difundan encuestas o sondeos de opinión deberán presentar al 

Instituto un informe sobre los recursos aplicados en su realización en los términos que disponga la 

autoridad electoral correspondiente. 

Queda prohibida la contratación, por parte de personas candidatas y de los partidos políticos, por sí 

o por interpósita persona, de personas físicas o morales que realicen y difundan encuestas o 

sondeos de opinión. 

La metodología, costos, personas responsables y resultados de las encuestas o sondeos serán 

difundidas por el Instituto en su página de Internet. 

Sección Tercera 

De la Elección por Distritos Judiciales y Regiones Judiciales 



 

ARTÍCULO 375. En el mes de agosto del año previo al de la elección, el Órgano de Administración 

Judicial remitirá al Instituto la división del territorio estatal por distrito judicial o región judicial, 

indicando el municipio o municipios que abarcan, así como el número y materia de los juzgados 

civiles y familiares de primera instancia que tengan residencia en cada distrito judicial, y la sede de 

las regiones judiciales en materias penal de primera instancia y en materias penal y civil de segunda 

instancia. En caso de que el Órgano de Administración Judicial no remita dicha información, el 

Instituto determinará lo conducente con la información pública que disponga. 

La Junta Estatal Ejecutiva, con base en la información remitida por el órgano de administración 

judicial, elaborará un plan de coordinación en materia de organización electoral, en el cual indicará 

los órganos locales y distritales del Instituto que coadyuvarán en la organización de la elección, así 

como en la respectiva etapa de cómputos de las elecciones. 

El Consejo General del Instituto aprobará el plan de coordinación y llevará a cabo la instalación de 

los consejos distritales y municipales estrictamente indispensables para la realización de la elección 

que corresponda.  

ARTÍCULO 376. El Instituto instalará los consejos distritales y municipales a que hacen referencia 

los artículos 65 a 70 de la Ley General, que coadyuvarán con el Instituto Nacional en la elección de 

personas magistradas y juezas del Poder Judicial Federal. 

El Instituto Nacional instalará los consejos distritales a que hacen referencia los artículos 76 a 80 de 

la Ley General, que coadyuvarán con los consejos locales en la organización y cómputo de la 

elección de personas magistradas y juezas del Poder Judicial Federal.  

El Instituto deberá coadyuvar con el Instituto Nacional, en los términos que determine el Consejo 

General, en la organización y cómputo de la elección de personas magistradas de los Tribunales 

Colegiados de Circuito y Tribunales Colegiados de Apelación, así como juezas de Juzgados de 

Distrito, teniendo las mismas atribuciones a que se refiere la Ley General. 

Sección Cuarta 

De las Mesas Directivas de Casilla 

ARTÍCULO 377. La integración, ubicación y designación de las personas integrantes de las mesas 

directivas de casillas para la recepción de la votación, así como la capacitación de las personas 



 

funcionarias de casilla, será realizada por el Instituto Nacional en los términos dispuestos en la Ley 

General y en los acuerdos que emita su Consejo General. 

Sección Quinta 

De las Boletas y Materiales Electorales 

ARTÍCULO 378. Para la emisión del voto el Consejo General del Instituto, de conformidad con los 

criterios establecidos por el Instituto Nacional, aprobará el modelo de las boletas electorales, la 

documentación del proceso de elección de las personas integrantes del Poder Judicial y los 

materiales que serán utilizados en la Jornada electoral y cómputos. 

El Instituto será responsable de la producción y distribución de la documentación y materiales 

electorales que se emplearán en el proceso de elección. 

No habrá modificación a las boletas en caso de sustitución de una o más candidaturas, si éstas ya 

estuvieran impresas. 

ARTÍCULO 379. Por cada tipo de elección se empleará una sola boleta que contendrá la siguiente 

información general: 

a) Cargo para el que se postula la persona candidata; 

b) Distrito judicial o región judicial, según el caso; 

c) Primer apellido, segundo apellido y nombre completo de las personas candidatas, numerados 

y distribuidos por orden alfabético y progresivo, distinguiendo la autoridad postulante y las 

candidaturas de las personas juzgadoras que estén en funciones en los cargos a renovar. 

Las boletas podrán incluir, además, el sobrenombre con el que se conoce públicamente a las 

personas candidatas; 

d) Firmas impresas de las personas titulares de la Presidencia del Consejo General y de la 

Secretaría Ejecutiva del Instituto; y, 

e) Especialidad por materia a la que se postula cada persona candidata. 



 

Las boletas estarán adheridas a un talón con folio, del cual serán desprendibles. La información que 

contenga el talón corresponderá a la entidad federativa, en su caso, región, judicial, y/o distrito 

judicial. El número de folio será progresivo. 

Sección Sexta 

De la Observación Electoral 

ARTÍCULO 380. La ciudadanía podrá ejercitar sus derechos como persona observadora electoral 

en términos de lo dispuesto en la Ley General, este Código y conforme a los acuerdos que al efecto 

emita el Consejo General del Instituto. 

Las personas observadoras acreditadas deberán conducirse conforme a los principios de 

imparcialidad, objetividad, certeza y legalidad. Podrán participar como personas observadoras las 

personas físicas o agrupaciones acreditadas ante el Instituto, con excepción de aquellas personas 

que sean representantes o militantes de partidos políticos. 

Sección Séptima 

Del Acceso a los Tiempos en Radio y Televisión 

ARTÍCULO 381. Durante el lapso legal de campaña, el Instituto Nacional será la autoridad que 

administrará y gestionará el acceso a los tiempos del Estado que correspondan a radio y televisión. 

Los monitoreos y mecanismos para verificar el cumplimiento de los tiempos de radio y televisión 

estarán a cargo del Instituto Nacional. 

ARTÍCULO 382. El Instituto observará que los contenidos de los promocionales de radio y televisión 

se ajusten a los formatos y parámetros que establezca el Instituto Nacional, promoviendo la consulta 

de los perfiles de las personas candidatas a través de las plataformas digitales habilitadas para tal 

efecto. 

El Instituto pondrá a disposición de las personas candidatas espacios digitales para difundir 

mensajes en redes sociales o Internet. 

Sección Octava 



 

De las Campañas Electorales 

ARTÍCULO 383. La campaña electoral, para los efectos de este Libro, es el conjunto de actividades 

llevadas a cabo por las personas candidatas a juzgadoras para la obtención del voto por parte de la 

ciudadanía. 

Se entiende por actos de campaña las actividades que realicen las personas candidatas dirigidas al 

electorado para promover sus candidaturas, sujetas a las reglas de propaganda y a los límites 

dispuestos por la Constitución y este Código. 

ARTÍCULO 384. Las personas candidatas podrán participar durante el periodo de campañas en 

entrevistas de carácter noticioso y foros de debate organizados y brindados gratuitamente por el 

sector público, privado o social en condiciones de equidad, observando al efecto las directrices y 

acuerdos que al efecto emita el Consejo General del Instituto en observancia a lo dispuesto en este 

Código. 

ARTÍCULO 385. Las campañas electorales para la promoción de las candidaturas establecidas en 

este Libro tendrán una duración de cuarenta y cinco días improrrogables. 

ARTÍCULO 386. Las personas candidatas podrán erogar recursos con la finalidad de cubrir gastos 

personales, viáticos y traslados dentro del ámbito territorial que corresponda a su candidatura dentro 

de los periodos de campaña respectivos. 

Los topes de gastos personales, por cada persona candidata, serán determinados por el Consejo 

General del Instituto en función del tipo de elección que se trate y no podrán ser superiores al límite 

de aportaciones individuales que pueden realizar las personas candidatas independientes a 

diputaciones. 

Queda prohibido que las personas candidatas, por sí o interpósita persona, hagan erogaciones de 

recursos públicos o privados para promocionar sus candidaturas. 

Sección Novena 

De las Actividades en Materia Registral y del Listado Nominal 



 

ARTÍCULO 387. Durante la Jornada electoral se utilizará el Listado Nominal de Electores de forma 

física o digital, conforme lo determine el Consejo General del Instituto Nacional. 

ARTÍCULO 388. El Consejo General del Instituto Nacional deberá aprobar, a más tardar en el mes 

de diciembre del año previo al de la elección, los plazos y términos para el uso de la Lista Nominal 

de Electores. 

El corte definitivo del estadístico del Listado Nominal aprobado por el Consejo General del Instituto 

Nacional, será el 15 de febrero del año de la elección. Dicho estadístico será el insumo para el 

procedimiento de integración y determinación del número de mesas directivas de casilla a emplearse 

en la elección. La aprobación del listado y su verificación se realizará bajo los procedimientos y 

disposiciones contenidas en esta Ley y en los acuerdos que se emitan sobre el particular. 

Sección Décima 

De las Actividades del Instituto para la Promoción de la Participación Ciudadana 

ARTÍCULO 389. El Consejo General del Instituto aprobará la metodología para la difusión y 

promoción de la participación ciudadana en el proceso de elección, privilegiando el uso de las 

tecnologías de la información y observando al efecto los principios de austeridad, eficacia y 

eficiencia del gasto público. 

La metodología deberá ser imparcial, objetiva y con fines informativos, y contemplará por lo menos 

la creación de un micrositio en la página de Internet oficial del Instituto para informar a la ciudadanía 

sobre el proceso electivo y dar a conocer las candidaturas registradas. 

El micrositio que se determine tendrá por objeto difundir la identidad, perfil e información curricular 

de las personas candidatas, incluyendo la versión pública de los expedientes que acrediten su 

elegibilidad e idoneidad para el cargo que se trate, así como información relativa al proceso electivo, 

ajustándose al menos a lo siguiente: 

a)  No será un medio de propaganda política; 

b)  Proporcionará a la ciudadanía información suficiente y relevante relacionada con el proceso 

electivo, e incluirá como mínimo el perfil personal, fotografía, medios de contacto público, trayectoria 

académica e historial profesional y laboral de cada candidatura; 



 

c)  Incorporará las visiones de las personas candidatas acerca de la función jurisdiccional y la 

impartición de justicia, así como sus propuestas de mejora; 

d)  La información de las candidaturas será proporcionada por las personas candidatas y 

autorizada por el Instituto, que deberá supervisar que se ajuste a este Código y los parámetros que 

al efecto determine el Consejo General; y, 

e)  La información deberá estar disponible de manera clara, completa y accesible a más tardar 

en la fecha de inicio del periodo de campañas y hasta el día de la Jornada electoral. 

Para efectos de las actividades que realice el Instituto para la promoción de la participación 

ciudadana en el proceso de elección, se privilegiará el uso de medios electrónicos, entre ellos, la 

página de Internet del Instituto, medios electrónicos o digitales institucionales y periódicos de mayor 

circulación y cobertura en la entidad que corresponda, entre otros. 

CAPÍTULO CUARTO 

De la Jornada Electoral 

ARTÍCULO 390. El Consejo General del Instituto Nacional emitirá los lineamientos en materia de 

fiscalización que garanticen el cumplimiento de las reglas establecidas en este Libro. 

El Instituto Nacional podrá requerir a las personas candidatas la información necesaria para verificar 

la evolución de su situación patrimonial, incluyendo la de sus cónyuges, concubinas o concubinarios 

y dependientes económicos directos. Asimismo, podrá solicitar a las autoridades competentes, en 

los términos de las disposiciones aplicables, la información en materia fiscal, o la relacionada con 

operaciones de depósito, ahorro, administración o inversión de recursos monetarios, cuando de su 

declaración patrimonial y de intereses o de la revisión de la información en materia de fiscalización 

que proporcione, se adviertan movimientos inusuales o elementos que no justifiquen la procedencia 

lícita de los bienes o recursos reportados. 

En el cumplimiento de sus atribuciones, el Consejo General no estará limitado por los secretos 

bancario, fiduciario y fiscal. La Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional será el 

conducto para superar la limitación referida, incluso en el caso de que delegue esta función. 



 

ARTÍCULO 391. La Jornada electoral se desarrollará en los términos establecidos en la Ley General 

y este Código, debiéndose llenar al efecto la documentación que apruebe el Consejo General del 

Instituto por parte de las personas funcionarias de las mesas directivas de casilla, conforme a la 

estrategia de integración determinada por el Instituto Nacional. 

ARTÍCULO 392. El Instituto Nacional emitirá los lineamientos correspondientes para regular esta 

disposición. 

ARTÍCULO 393. Para determinar la validez o nulidad de los votos, se observarán las reglas 

siguientes: 

a)  Se contará un voto válido por la marca o asiento que realice la persona votante en un recuadro 

de una misma boleta en favor de una candidatura claramente identificable, con independencia de 

que puedan emitirse dos o más votos por diversas candidaturas contenidas en una misma boleta; 

b) El Instituto determinará la cantidad de votos válidos que pueda emitir cada persona votante en 

una misma boleta, en función del tipo de elección y el número de candidaturas a elegir; y, 

c) Se contará como nulo cualquier voto depositado en la urna sin haber marcado o asentado alguna 

opción, o se realice de tal forma que no permita identificar el sentido de un voto. 

ARTÍCULO 394. El escrutinio y cómputo de las votaciones en casilla para los cargos de elección de 

las personas del Poder Judicial se realizará a la conclusión de los escrutinios y cómputos de la 

gubernatura, las diputaciones locales y los ayuntamientos, en el orden siguiente: 

a)  Personas magistradas integrantes del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; 

b)  Personas magistradas integrantes del Tribunal de Disciplina Judicial;  

c)  Personas juezas integrantes de los Juzgados de Primera Instancia; y,  

d)  Personas juezas integrantes de los Juzgados menores. 

CAPÍTULO QUINTO 

De los Cómputos y Sumatoria 



 

ARTÍCULO 395. Los consejos distritales y municipales, respectivamente, realizarán el cómputo de 

las boletas o las actas que contengan las votaciones de las elecciones de personas juzgadoras, a 

partir de la llegada del primer paquete y concluirá hasta que se reciba y compute el último paquete. 

El Consejo General del Instituto emitirá los lineamientos que regulen esta etapa. 

ARTÍCULO 396. Concluidos los cómputos de cada elección, el consejo correspondiente distrital o 

municipal emitirá a cada candidatura ganadora una Constancia de Mayoría. 

Una vez que se hayan computado la totalidad de las elecciones por parte de los consejos distritales, 

y municipales, se remitirán al Consejo General del Instituto para que proceda a realizar el cómputo 

de la sumatoria por tipo de las elecciones. 

CAPÍTULO SEXTO 

De la Asignación de las Personas Juzgadoras de los Cargos que se Eligen a Nivel Estatal. 

ARTÍCULO 397. Una vez que el Consejo General del Instituto realice la sumatoria final, procederá 

a asignar los cargos por materia de especialización entre las candidaturas que hayan obtenido el 

mayor número de votos, observando la paridad de género, entre mujeres y hombres e iniciando con 

mujeres cis género y publicará los resultados de la elección. 

El Instituto hará entrega de las constancias de mayoría a las candidaturas que resulten ganadoras 

y emitirá la declaración de validez respectiva. 

Emitida la declaración de validez de la elección, el Instituto comunicará los resultados al Tribunal. 

El resguardo de los paquetes electorales se realizará conforme a lo dispuesto en este Código. 

ARTÍCULO 398.  El Tribunal o en su caso, la Sala Regional o Superior del Tribunal Electoral, 

resolverán las impugnaciones que se hayan presentado contra las constancias de mayoría y 

declaración de validez, tres días antes de que el Congreso instale el primer periodo ordinario de 

sesiones del año de la elección que corresponda. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

Entrega de Constancias de Mayoría y Declaración de Validez de la Elección 



 

ARTÍCULO 399. Las personas juzgadoras locales electas deberán tomar protesta ante el Congreso 

el día en que se instale el primer periodo ordinario de sesiones del año de la elección que 

corresponda. 

TRANSITORIOS 

Primero. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado de Michoacán. 

Segundo. - El Congreso y el Instituto, atenderán lo dispuesto en este Código y acatarán, en lo que 

corresponda, los acuerdos y lineamientos emitidos por el Consejo General del Instituto Nacional en 

lo que sea aplicable al proceso electoral local, respecto a la renovación de las personas magistradas 

y juzgadoras que integran el Poder Judicial de esta entidad federativa. 

Tercero. - En lo que respecta a la etapa de convocatoria y postulación de candidaturas de las 

personas juzgadoras del Poder Judicial del Estado en el marco del Proceso Electoral Extraordinario 

2024-2025, las autoridades competentes observarán, por única ocasión, lo dispuesto en el Decreto 

03, conforme a los plazos siguientes: 

1. El Congreso emitirá la convocatoria general dirigida a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial para integrar el listado de candidaturas a que hace referencia el artículo 363, a más 

tardar el 14 de diciembre del 2024; 

2. Los Poderes del Estado instalarán sus respectivos Comité Estatal de Evaluación y Comités 

de Evaluación de cada Poder del Estado, en los términos del artículo 69, fracción II, inciso 

b), del Decreto Número 03 que reforma la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Michoacán de Ocampo, en materia del Poder Judicial; y del artículo 364, párrafo segundo 

de este Código, a más tardar el 29 de diciembre de 2024; 

3. Los Comités publicarán las convocatorias para participar en el proceso de evaluación y 

selección de postulaciones en los términos del artículo 364, a más tardar el 4 de enero de 

2025; 

4. El plazo para que las personas interesadas se inscriban en las convocatorias emitidas por 

los Comités de Evaluación comprenderá del 05 de enero al 24 de enero de 2025; 



 

5. Los Comités de Evaluación verificarán que las personas aspirantes que hayan concurrido a 

la convocatoria reúnan los requisitos constitucionales de elegibilidad a través de la 

documentación que presenten, en los términos del párrafo cuarto del artículo 364, a más 

tardar el 30 de enero de 2025; 

6. Los Comités de Evaluación calificarán la idoneidad de las personas elegibles en los términos 

del párrafo quinto del artículo 364, y publicarán el listado a más tardar el 01 de febrero de 

2025; 

7. Los Comités depurarán dicho listado mediante insaculación pública para ajustarlo al número 

de postulaciones para cada cargo por cada Poder atendiendo a su especialidad por materia 

y observando la paridad de género; publicarán los resultados en los estrados habilitados y 

los remitirán a más tardar el 06 de febrero de 2025 al Poder que corresponda para su 

aprobación en términos del artículo 69 de la Constitución y el párrafo ocho del artículo 364 

de este Código, a más tardar el 08 de febrero de 2025; de conformidad con lo siguiente: 

a. El Poder Ejecutivo, por conducto de la persona titular del Gobierno del Estado de 

Michoacán de Ocampo; 

b. El Poder Legislativo, por conducto del Pleno del Congreso, mediante votación 

calificada de dos tercios de sus integrantes presentes, y 

c. El Poder Judicial, por conducto del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 

mediante votación calificada de dos tercios de sus integrantes presentes. 

8. Los listados aprobados en términos del numeral anterior serán remitidos al Congreso, en 

los términos del párrafo nueve del artículo 364, a más tardar el 08 de febrero de 2025; y, 

9. El Congreso integrará los listados y expedientes de las personas postuladas por cada Poder 

del Estado en los términos del artículo 365 y los remitirá al Instituto a más tardar el 12 de 

febrero de 2025 a efecto de que organice el proceso electivo. 

Cuarto.- Las disposiciones aplicables del presente Decreto, para el Órgano de Administración 

Judicial corresponderán al Consejo del Poder Judicial del Estado hasta su extinción, en los términos 

del artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, en 



 

materia de reforma del Poder Judicial, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 13 de 

noviembre de 2024. 

Quinto.- El Consejo del Poder Judicial del Estado entregará al Congreso, a más tardar al cierre de 

la convocatoria general a que hace referencia el artículo 69 de la Constitución, el listado de las 

personas que se encuentren en funciones en los cargos que serán materia del Proceso Electoral 

Extraordinario 2024-2025, para que sean incorporadas al listado de candidaturas por pase directo, 

excepto cuando manifiesten al órgano legislativo la declinación de su candidatura previo al cierre de 

la convocatoria o sean postuladas para un cargo o circuito judicial diverso.  

Sexto. - Las personas servidoras públicas en funciones en alguno de los cargos que sean materia 

del Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 y pretendan una postulación para un cargo o distrito 

o región judicial diversos, deberán informarlo al Congreso con cuando menos cinco días previos al 

cierre de la convocatoria general a que hace referencia el artículo 69 de la Constitución, a efectos 

de no ser incorporadas en los listados de candidaturas. 

El Congreso cancelará las candidaturas de las personas servidoras públicas que omitan informar al 

Consejo del Poder Judicial del Estado lo anterior y sean postuladas por alguno de los Poderes del 

Estado para un cargo o distrito judicial diverso al que ocupen. 

Séptimo. - Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo dispuesto en el presente 

Decreto. 

Palacio del Poder Legislativo, Morelia, Michoacán de Ocampo, a los 11 días del mes de diciembre 

del año 2024. 

A T E N T A M E N T E 

COMISIÓN DE ASUNTOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

 

 

DIP. DIANA MARIEL ESPINOZA MERCADO 

PRESIDENTA 

 



 

 

 

DIP. FABIOLA ALANÍS SÁMANO 

INTEGRANTE 

 

 

 

DIP. JUAN CARLOS BARRAGÁN VÉLEZ 

INTEGRANTE 

 

 

 

DIP. VÍCTOR MANUEL MANRIQUEZ GONZÁLEZ 

INTEGRANTE 

 

 

 

DIP. OCTAVIO OCAMPO CÓRDOVA 

INTEGRANTE 

 

Las firmas que obran en la presente foja forman parte integral de la iniciativa con carácter de dictamen mediante el cual mediante el cual se reforman 
los artículos 1, fracción I, y 3; y se adiciona el LIBRO SÉPTIMO De la Integración del Poder Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo; el TÍTULO 
PRIMERO De la Participación de la Ciudadanía en la Renovación del Poder Judicial, al LIBRO SÉPTIMO; el CAPÍTULO ÚNICO Disposiciones 
Generales, al TÍTULO PRIMERO; los artículos 358, 359 y 360, al CAPÍTULO ÚNICO; el TÍTULO SEGUNDO Del Proceso Electoral de las Personas 
Juzgadoras del Poder Judicial del Estado de Michoacán, al LIBRO SÉPTIMO; el CAPÍTULO PRIMERO Reglas Generales, al TÍTULO SEGUNDO; 
los artículos 361 y 362, al CAPÍTULO PRIMERO; el CAPÍTULO SEGUNDO De la Convocatoria y Postulación de Candidaturas, al TÍTULO SEGUNDO; 
los artículos 363, 364, 365 y 366, al CAPÍTULO SEGUNDO; el CAPÍTULO TERCERO De la Organización de la Elección, al TÍTULO SEGUNDO; los 
artículos 367 y 368, al CAPÍTULO TERCERO; la Sección Primera de la Propaganda, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 369, 370, 371, 372, 373, 
a la Sección Primera; la Sección Segunda Encuestas y Sondeos de Opinión, al CAPÍTULO TERCERO; el artículos 374, a la Sección Segunda; la 
Sección Tercera de la Elección por Distritos Judiciales y Regiones Judiciales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 375 y 376, a la Sección Tercera; 
la Sección Cuarta de las Mesas Directivas de Casilla, al CAPÍTULO TERCERO; el artículo 377, a la Sección Cuarta; la Sección Quinta de las Boletas 
y Materiales Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 378 y 379, a la Sección Quinta; la Sección Sexta de la Observación Electoral, al 
CAPÍTULO TERCERO; el artículo 380, a la Sección Sexta; la Sección Séptima Del Acceso a los Tiempos en Radio y Televisión, al CAPÍTULO 
TERCERO; los artículos 381 y 382, a la Sección Séptima; la Sección Octava De las Campañas Electorales, al CAPÍTULO TERCERO; los artículos 
383, 384, 385 y 386, a la Sección Octava; la Sección Novena De las Actividades en Materia Registral y del Listado Nominal, al CAPÍTULO TERCERO; 
los artículos 387 y 388, a la Sección Novena; la Sección Décima De las Actividades del Instituto para la Promoción de la Participación Ciudadana, al 
CAPÍTULO TERCERO; el artículo 389, a la Sección Décima; el CAPÍTULO CUARTO De la Jornada Electoral, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 
390, 391, 392, 393 y 394, al CAPÍTULO CUARTO; el CAPÍTULO QUINTO De los Cómputos y Sumatoria, al TÍTULO SEGUNDO; los artículos 395 y 
396, al CAPÍTULO QUINTO; el CAPÍTULO SEXTO De la Asignación de las Personas Juzgadoras de los Cargos que se Eligen a Nivel Estatal, al 
TÍTULO SEGUNDO; los artículos 397 y 398, al CAPÍTULO SEXTO; el CAPÍTULO SÉPTIMO Entrega de Constancias de Mayoría y  Declaración de 
Validez de la Elección, al TÍTULO SEGUNDO; y el artículo 399, al CAPÍTULO SÉPTIMO; todas las disposiciones del Código Electoral del Estado de 
Michoacán de Ocampo, elaborado en el Palacio Legislativo con fecha 11 de Diciembre de 2024. ---------------------------------------------------------------------
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